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IV. POLÍTICAS COMERCIALES, POR SECTORES

1) Panorama General 

1. La agricultura es uno de los sectores económicos fundamentales de Bolivia en términos de su contribución al empleo y a las exportaciones pero, reflejando su baja productividad, su contribución al PIB es relativamente modesta.  Desde el último examen de Bolivia en 1999, cambios institucionales, conflictos sociales y limitaciones de acceso al crédito han afectado negativamente el rendimiento del sector.  Sin embargo,  las exportaciones agrícolas han aumentado considerablemente, beneficiándose de acceso preferencial en los principales mercados externos, notablemente la Comunidad Andina.  Bolivia no ha presentado ninguna notificación a la OMC relativa a ayuda interna desde 2001 y subvenciones a las exportaciones desde 2000.  
2. La minería ha desempeñado históricamente un papel significativo en el desarrollo económico de Bolivia y sigue ocupando un lugar primordial como generadora de exportaciones, aunque su importancia relativa ha tendido a decrecer en años recientes.  Las empresas mineras están sujetas al pago de un impuesto alternativo cuya alícuota a las ventas en el mercado interno es el 60 por ciento de aquélla aplicable a las exportaciones.  

3. El sector manufacturero boliviano es relativamente pequeño.  La baja productividad en el sector refleja debilidades que afectan a la estructura productiva boliviana en general, y explica en parte el poco éxito que muchas de las manufacturas bolivianas han tenido en penetrar mercados externos.  Sin embargo, algunas industrias han visto sus exportaciones crecer considerablemente (por ejemplo, lácteos y vestidos) en años recientes.  El crecimiento del comercio de productos manufacturados con la Comunidad Andina ha sido particularmente importante, mientras que los beneficios comerciales otorgados por los Estados Unidos han favorecido la exportación de textiles y prendas de vestir a ese mercado.  El sector manufacturero boliviano se beneficia de varios programas de apoyo oficial.  

4. La industria de hidrocarburos, en particular el gas natural, hace aportes decisivos a las exportaciones y a la inversión extranjera en Bolivia.  En mayo de 2005, se promulgó una controvertida ley de hidrocarburos que, entre otras cosas, cambió el régimen tributario y la naturaleza de los contratos entre el Estado y los operadores, y que podría desincentivar la inversión extranjera.  Se permite la participación privada, incluyendo la extranjera, en todas las actividades del sector de energía eléctrica.  La mayoría de los precios y tarifas se hayan regulados y se continúa otorgando subsidios cruzados.  

5. El sector de servicios genera aproximadamente el 54 por ciento del PIB y el 46 por ciento del empleo.  En el marco regional, Bolivia participa de los esfuerzos por liberalizar el comercio de servicios en el marco de la Comunidad Andina, uno de los proyectos principales de ésta última.  A nivel multilateral, Bolivia tiene compromisos en 5 de los 12 sectores contemplados en el AGCS.  Bolivia también se adhirió a tres de los principios establecidos en el Documento de Referencia en telecomunicaciones.  La adquisición de compromisos adicionales en el marco del AGCS traería mayor previsibilidad al régimen de inversión boliviano, lo cual a su vez contribuiría a incentivar la inversión extranjera. 

6. En 2001 se eliminaron los derechos de exclusividad existentes para el suministro de servicios de telefonía fija local y de larga distancia nacional e internacional en conformidad con los compromisos de Bolivia en el marco del AGCS.  La apertura del mercado generó un aumento en el nivel de competencia que, entre otras cosas, redujo los precios en la telefonía de larga distancia y aumentó la oferta de servicios.  Existen algunas restricciones al consumo en el extranjero de servicios de telecomunicaciones.  

7. A mediados de 2005, el sistema bancario se había recuperado después de varios retiros masivos de depósitos bancarios experimentados durante el período bajo examen.  Aunque se ha reducido, el alto costo del crédito ha sido identificado como un problema para la economía en general.  Las operaciones de las oficinas de representación de bancos extranjeros están restringidas únicamente a la promoción.  En 2004 se estableció un impuesto transitorio a las transacciones financieras.  Todas las personas que contraten seguros para cubrir riesgos en Bolivia están obligadas a hacerlo mediante empresas establecidas en el país.  

8. El costo total del transporte de mercancías en Bolivia es el más alto en Sudamérica, lo cual se debe básicamente a una limitada infraestructura vial.  Bolivia permite la participación extranjera en la construcción, explotación, operación, equipamiento y conservación de los aeropuertos y en los servicios conexos.  Por otro lado, no se permite la participación extranjera en actividades de cabotaje en el transporte aéreo.  

9. El sector del turismo es el cuarto generador más importante de divisas en Bolivia y se ofrece trato nacional en el suministro de dichos servicios excepto para los guías de turismo.  En servicios profesionales, el ejercicio del derecho está restringido a los nacionales bolivianos.  Existen asimismo limitaciones para los extranjeros en otras profesiones que condicionan su participación a la existencia de proyectos concretos o a tratados de reciprocidad.  Bolivia tiene acuerdos para el reconocimiento de títulos con algunos países, particularmente de la Comunidad Andina.  
2) Agricultura, Ganadería, Silvicultura

i) Características

10. Entre 1994-04 el sector agropecuario contribuyó al 14 por ciento del PIB de Bolivia, pero ocupó el 42 por ciento de la población económicamente activa y generó en promedio el 28 por ciento de las exportaciones.  Los subsectores de las oleaginosas y sus productos agroindustriales han crecido en forma sostenida, otros sectores dinámicos han sido el girasol, el azúcar, las castañas y el forestal.  Cerca del 60 por ciento de la fuerza de trabajo agropecuaria trabaja con técnicas tradicionales de poco valor agregado, sobre todo en las zonas altas y los valles centrales donde existe poca inversión, tecnología, infraestructura vial e irrigación.
  
11. El sector agropecuario refleja una gran diversidad de productos, productividad, geografía y comunicación con mercados.  En las zonas Este (frontera con Brasil) y bajas tropicales de Oriente se concentra la producción de soja, azúcar, maíz, girasol y madera tropical, los que están vinculados a mercados domésticos y externos y a la inversión de la Argentina y el Brasil.  La agricultura del Altiplano, basada en tubérculos y cereales, ha crecido poco con promedios anuales del 1,8 por ciento entre 1993-03.  La mano de obra en esta zona tiene un ingreso per cápita inferior a 780 dólares de los EE.UU. y la pobreza afecta al 64,5 por ciento de la población.  En la zona del Trópico Húmedo, la producción agrícola creció anualmente el 5 por ciento entre 1993-03, el ingreso per cápita es superior a 1.100 dólares de los EE.UU. y la incidencia de pobreza es del 48 por ciento.
  La topografía y la falta de acceso al litoral encarecen la infraestructura vial, dificultando la integración regional y global. 

12. De acuerdo a la FAO
, el área total de Bolivia es de 110 millones de ha. y la superficie dedicada a la agricultura era de 37 millones de ha. en 2002.  La agricultura primaria tenía en 2002 aproximadamente 660.000 fincas que ocupaban cerca de 25 millones de ha. y empleaban a 1,6 millones de personas o a alrededor del 40 por ciento de la población económicamente activa.
  Las unidades pequeñas no exceden de 4 ha. en el Altiplano y 50 ha. en el Llano.  Los sistemas del uso de la tierra incluyen minifundios (tierras altas, valles, tierras bajas);  operaciones comerciales modernas grandes o medianas (tierras bajas de Santa Cruz);  explotaciones agrícolas de grupos indígenas (tierras bajas);  ranchos de ganado de gran escala (Beni, Chaco);  y concesiones forestales comerciales y moradores forestales.
 
13. Las autoridades informaron que Bolivia no tiene políticas de subvención crediticia destinadas a impulsar la actividad agropecuaria.  A través de instituciones de segundo piso se canalizan recursos para el sector por medio de la banca privada.
  De acuerdo a la Asociación de Instituciones Financieras para el Desarrollo Rural (FINRURAL)
, en 2000 menos del 5 por ciento de la cartera total del sistema financiero estaba dirigida al sector agropecuario y más del 60 por ciento de créditos agropecuarios estaban destinados a las zonas de tierras bajas.
  En años recientes, los niveles de deuda agropecuaria aumentaron debido a altas tasas de interés y bajo crecimiento.  Los bancos, con apoyo del Gobierno, establecieron programas de renegociación de la deuda y a fines del 2003, el 54,8 por ciento de la deuda del sector había sido renegociada.
  
14. El cuadro AIV.1 muestra los porcentajes de las áreas más cultivadas en 2004:  soja (26), maíz (12), semillas de girasol (7), arroz (6), papas (5), gramíneas forrajeras (5), caña de azúcar (4), trigo (4), cebada (4), algodón (3) y bananos (3).  Entre 1998-04, el mayor aumento de superficie cultivada en porcentaje ocurrió en bananos (9), algodón (8), gramíneas forrajeras (4), semillas de girasol (3), caña de azúcar (3), yuca (2), maíz (2) y soja (2).  Los rendimientos más importantes (tasa media anual) ocurrieron en papas (5) y soja, maíz y girasol (4).  Comparado a otros países regionales, en general en Bolivia los rendimientos son menores y las nuevas tierras aptas para producción agrícola son más limitadas.

15. Según el Ministerio de Desarrollo Económico, la inversión para exportación se concentraba en 2004 en la producción de aceite de soja, torta y harina de soja, soja en grano, aceite en bruto de girasol, azúcar y castañas.  El número de empresas exportadoras agrícolas aumentó de 369 en 2003 a 410 en 2004.  El aumento de exportaciones ha sucedido con expansión de superficie cultivada.
  

16. Entre 1999-04, las exportaciones agrícolas aumentaron en promedio el 11 por ciento y las importaciones el 1 por ciento.  Del total de las exportaciones, las tortas, la harina y el aceite de soja representan el 19 por ciento entre 1999-04.  Según las autoridades, la producción experimental de soja con uso de semillas modificadas genéticamente se ha iniciado en el año 2005 (ver capítulo III 2) x)). 
17. La Comunidad Andina es el mercado principal, absorbiendo en promedio más del 70 por ciento de las exportaciones agropecuarias entre 1999-04.  Colombia y Venezuela fueron los importadores más importantes de productos de soja.  En orden de importancia, los otros importadores de productos agropecuarios de Bolivia durante 1999-04 fueron el Perú, la UE, el Uruguay, los EE.UU., Chile, la Argentina, el Ecuador, el Brasil y el Japón.  Las exportaciones de castañas se concentran en la UE y los EE.UU.  El azúcar refinada se exporta al Perú y el azúcar no refinada a los EE.UU.  Otros productos exportados incluyen alcohol etílico (UE, Perú), semillas de sésamo (Japón, Paraguay), bananos (Argentina), quinua (UE, EE.UU.), almendras (EE.UU., Reino Unido) y leche en polvo.
18. Durante 1999-04, las importaciones agropecuarias de Bolivia se concentraron en granos de soja (Brasil), trigo y harina de trigo (Argentina, EE.UU.) y preparaciones para la elaboración de bebidas (Chile).  Durante el período 1998-03, las importaciones agropecuarias provenían de la Argentina (32 por ciento), el Brasil (17 por ciento) y el Paraguay (4,6 por ciento), así como de Chile (15 por ciento), los EE.UU. (12 por ciento) y el Perú (6 por ciento). 
ii) Objetivos de políticas para el sector

19. El Ministerio de Asuntos Campesinos y Agropecuarios (MACA) reemplazó al Ministerio de Agricultura, Ganadería y Desarrollo Rural (MAGDR) en marzo del 2003 como responsable de las políticas del sector.  El MACA identifica los principales problemas del sector como tenencia de la tierra;  condiciones climáticas;  baja productividad;  limitada infraestructura;  erosión y degradación;  y carencia de crédito.  Los objetivos de política
 incluyen aumentar la competitividad y participación en mercados internacionales, promover prácticas sostenibles, aumentar la seguridad alimenticia, sustituir cultivos ilícitos, crear oportunidades para grupos desfavorecidos y promover participación social amplia.  Desde 2002 algunos de los programas claves del sector incluyen:  el Apoyo Programático al Sector Agropecuario;  el Programa de Apoyo a la Seguridad Alimenticia;  el Programa Nacional de Semillas;  el Servicio Nacional de Sanidad Agropecuario e Inocuidad Alimentaria (SENASAG);  la Asistencia Técnica para el Pequeño Productor;  el Programa de Apoyo Productivo y Rural;  el Proyecto Piloto Camélidos;  el Desarrollo Espacial Sostenible;  y (proyecto de) Caminos Vecinales.
20. Desde el último examen de Bolivia en 1999, la gestión del sector agropecuario se ha caracterizado por  cambios institucionales y conflictos sociales que han marcado el contexto para implementar políticas del sector.  Diferentes programas han sido iniciados pero en general con limitada continuidad y resultados.
  A fines del 2002, se presentó la Estrategia de Transformación Productiva del Agro que trató de introducir iniciativas de reforma agraria, crédito, mejora de infraestructura, tecnología y creación de cadenas productivas. En abril de 2003, se aprobó el Plan Nacional de Saneamiento y Titulación de Tierras que incluye la reorganización del Instituto Nacional de Reforma Agraria (INRA).
  

21. Otra iniciativa durante este período fue el establecimiento de la Unidad de Productividad y Competitividad (UPC) y el Sistema Boliviano de Productividad y Competitividad en el 2001.  Los objetivos eran apoyar encadenamientos productivos con potencial exportador
 a través de los Acuerdos Bolivianos de Competitividad (ABCs).
  Los ABCs son instrumentos de ordenamiento de inversiones públicas y privadas en infraestructura y logística, calidad y desarrollo humano, normativa y simplificación de trámites, comercio exterior, tecnología e innovación y financiamiento y acceso al crédito.  Durante 2004 se suscribieron acuerdos de cadenas productivas de cuero y derivados, maderas, trigo, avícola, maíz, uva, vino y palmito y se renovaron acuerdos de oleaginosas y quinua.
22. El trabajo de investigación agropecuaria ha sido poco desarrollado en parte debido a la inestabilidad institucional.  Entre los principales organismos están la Fundación para la Promoción e Investigación de Productos Andinos (PROINPA), el Centro de Investigación Agrícola Tropical (CIAT)
 el Sistema Boliviano de Tecnología Agropecuaria (SIBTA) (marzo del 2000) y el Sistema Nacional de Recursos Genéticos para la Agricultura y Alimentación (2003).

23. La Estrategia Nacional de Desarrollo Agropecuario y Rural (ENDAR), bajo la coordinación del MACA, fue formulada en noviembre de 2004 como el principal instrumento para guiar las políticas del sector y como parte del Plan General de Desarrollo Económico y Social y de la Estrategia de Reducción de la Pobreza.  La ENDAR persigue promover inclusión de campesinos e indígenas;  empleos rurales;  articulación de oferta/demanda;  seguridad de alimentos;  competitividad;  uso sostenible de la tierra;  y desarrollo de catastro y titilación.
  El Plan Nacional de Desarrollo Alternativo 2004-2008, es parte de la ENDAR y de la Estrategia Integral de la Lucha Contra el Tráfico Ilícito de Drogas 2004-2009.
  
24. En términos de comercio agropecuario, Bolivia aplica pocas restricciones sobre las importaciones y no utiliza subvenciones sobre las exportaciones.  Bolivia no ha presentado ninguna notificación a la OMC relativa a ayuda interna desde 2001 y subvenciones a las exportaciones desde 2000.
  Bolivia mantiene un sistema de devolución, nueve zonas francas y el RITEX (ver el capítulo III). 

25. En 2005, el arancel promedio NMF que Bolivia aplicaba a productos agropecuarios era del 9,8 por ciento (ver capítulo III 2) iv)).  Bolivia otorga preferencias arancelarias a países andinos, al MERCOSUR, Chile, Cuba y México (cuadro AIV.2).  En 2004, Bolivia mantenía un arancel promedio entre el 1 y 2 por ciento sobre los principales productos agropecuarios importados de socios preferenciales.
  La mayoría de los 25 productos agropecuarios más importados por Bolivia de sus socios preferenciales fueron importados con arancel cero.  Sobre azúcar y girasol Bolivia otorga sólo preferencias menores.  Bolivia no utiliza contingentes arancelarios, gravámenes variables a la importación ni bandas de precios. 

26. Bolivia utiliza preferencias otorgadas por sus socios comerciales particularmente en exportaciones de productos de soja a mercados andinos donde se consolidó como exportador.  La ventaja de la cercanía de dichos mercados andinos posiblemente se contrarresta con oportunidades de precios diferentes de otros mercados. Sin embargo, entre 1999-04, dicho acceso preferencial, en particular para tortas de soja, comenzó a disminuir como consecuencia de una mayor apertura que países andinos están dando a otros países productores de soja.  
27. Bolivia tiene acceso preferencial a los EE.UU. y a la UE (SGP, ver los capítulos II y III).  De acuerdo a cifras de importación de la USITC, en 2004 Bolivia tuvo acceso libre de arancel a los EE.UU. en más del 99 por ciento de las exportaciones agropecuarias (cuadro AIV.3).  En el caso de la UE, en 2002, cerca del 95 por ciento de las exportaciones agropecuarias bolivianas recibieron acceso libre de arancel, incluyendo más del 18 por ciento bajo el SGP.    

iii) Subsectores claves 

a) Productos agrícolas

28. Con dos cosechas por año, la producción de soja representa el 15,1 por ciento del valor bruto de la producción agropecuaria y ocupa un tercio del total de las tierras cultivadas.
  Su producción alcanzó más de 1,5 millones de toneladas métricas en 2004 (cuadro AIV.1), con un crecimiento promedio anual del 6,4 por ciento entre 1998-04.  En 2004, habían alrededor de 14.000 productores, el 70 por ciento de los cuales se consideraban pequeños.  El costo de producción por hectárea es aproximadamente de 275 dólares de los EE.UU.  Los gastos de producción han aumentado debido al cultivo de la soja.  Bolivia tiene capacidad suficiente para procesar toda su cosecha
 siendo las tortas y el aceite de soja crudo los productos exportados más importantes (el 55 por ciento de las exportaciones agropecuarias entre 1999-04) concentrándose en mercados en países andinos.  
29. La explotación de castañas representa más del 75 por ciento de la actividad económica de la zona norte de Bolivia donde existen condiciones aptas para el desarrollo del árbol en un área extensa que abarca más de 100.000 km2.  Bolivia ha logrado convertirse en el principal abastecedor mundial a partir de 1996.
  El 99 por ciento de la producción nacional está destinada a los mercados de exportación en los EE.UU. y la Unión Europea.

30. La expansión de inversión y técnicas de producción permitieron aumentar la producción de azúcar en más del 5 por ciento en promedio anual entre 1999-04.  En términos de volumen, el azúcar alcanza el nivel más alto que cualquier otro producto (casi 5 millones de toneladas).  La caña de azúcar se cultiva en Santa Cruz y en el 2000, en promedio, el 70 por ciento de la producción era consumida en el mercado interno.  Las exportaciones del azúcar refinada crecieron en forma importante al Perú y Colombia entre 1999-04.  Los Estados Unidos importaron azúcar no refinada (66 por ciento) dentro de un contingente arancelario de 8.424 toneladas en 2004. 
31. Entre 1998-04, la producción de semillas de girasol creció el 7,7 por ciento anualmente y los rendimientos aumentaron el 4,1 por ciento.
  Las exportaciones de productos de girasol se dirigen a mercados regionales de Colombia y Venezuela (aceite de girasol crudo y refinado) y Colombia y Chile para tortas de girasol.  La producción de algodón creció el 6 por ciento anual entre 1998-04, con una superficie cultivada que aumentó en un 8 por ciento durante dicho período, lo cual explica una disminución del rendimientos del 1,8 por ciento anual.  El mercado tradicional de exportaciones bolivianas de algodón es el Perú;  las exportaciones de algodón han disminuido en promedio el 26 por ciento anual entre 1999-04.  El algodón producido en Bolivia es de fibra corta y la industria textil requiere ciertas importaciones de algodón de fibra larga. 

32. En 2001 Bolivia se convirtió en el mayor productor de quinua con el 46 por ciento de la producción mundial.
  Se exporta quinua principalmente a la UE donde las exportaciones aumentaron en promedio el 16 por ciento entre 1999-04.  Por otro lado, las exportaciones a los Estados Unidos disminuyeron en promedio el 6 por ciento en dicho período.  Otros productos como la papa, el maíz y el arroz, tienen importancia en la producción agrícola y en el abastecimiento de productos de primera necesidad de la canasta de consumo de la población en Bolivia.

33. El cultivo de la hoja de coca ha sido una actividad tradicional por siglos en Bolivia.  El área de cultivo ha variado con programas de erradicación desde 1986.  Se estima que el cultivo neto cayó en dos tercios entre 1997-03, sin embargo, entre 2001-03 la replantación superó la destrucción, recuperándose el 60 por ciento de los cultivos netos del nivel más alto que se había alcanzado en los años noventa.
  En años recientes la sustitución de su cultivo con cultivos alternativos parece arrojar resultados menos claros y se estima que la zona de cultivo de coca aumentó el 17 por ciento entre 2003-04.
  La erradicación parece haber tenido un efecto negativo sobre los ingresos agrícolas y el sector de la coca ha representado en años recientes un porcentaje pequeño del PIB.  Las autoridades informan que la Ley N° 1.008 establece el cultivo legal de coca en 12.000 ha.
 

b)
Ganadería

34. La producción de ganado es la segunda industria agropecuaria.  La producción de carne bovina en 2004 fue de alrededor de 220.000 toneladas.  El sector emplea más trabajadores que en cualquier otra cadena productiva agropecuaria (cuadro IV.1).  Salvo las menores cantidades exportadas al Perú, la mayor parte de la producción se destina para el consumo doméstico.  La ganadería se sitúa en las zonas bajas del país en Beni y Santa Cruz.
  La forma de explotación es extensiva y tradicional en pastos naturales. 

Cuadro IV.1
Aporte económico y generación de empleo de las cadenas agroproductivas

	Cadenas productivas
	Situación actual
	Proyección a 10 años

	
	Valor exportaciones (millones de $EE.UU.)
	Generación de empleos
	Valor exportaciones (millones de $EE.UU.)
	Generación de empleos

	Oleaginosas
	322,00
	117.500
	600,00
	160.000

	Quinua
	5,00
	15.500
	40,00
	60.000

	Madera y manufacturas
	41,00
	42.000
	1.000,00
	243.900

	Cuero y manufacturas
	23,00
	2.800
	80,00
	15.000

	Banano
	3,70
	12.800
	30,00
	60.000

	Textiles y algodón
	42,30
	43.500
	300,00
	61.000

	Camélidos
	5,00
	60.000
	80,00
	104.300

	Avícola
	0,17
	30.000
	1,50
	30.800

	Trigo
	0,05
	94.000
	0,06
	114.400

	Castaña
	30,00
	20.000
	116,80
	116.800

	Uvas, vino, singanisa
	0,09
	11.000
	10,00
	14.000

	Cuadro IV.1 (continuación)

	Palmito
	0,36
	4.500
	20,00
	12.000

	Bovinos (carne)
	1,00
	142.000
	50,00
	160.000

	Total
	633,67
	655.600
	4.328,36
	1.512.200


a
El singanis es un aguardiente de Bolivia obtenido por destilación de vinos naturales de uva fresca.

Fuente:
Unidad de Productividad y Competitividad, UPC (ENDAR Documento de trabajo, MACA, agosto 2004).

c)
Silvicultura

35. De acuerdo a datos de la Superintendencia Forestal, Bolivia dispone de una superficie de bosques de 53.400.000 ha., una capacidad de producción de 20 millones m3/año, una superficie de bosques bajo concesiones de 7.900.000 ha., 1.900.000 ha. de superficie de bosques bajo certificación y 603.408 ha. de superficie de nuevas concesiones en 2004.  La certificación de gestión forestal sostenible es realizada por el Consejo Boliviano para la Certificación Voluntaria (CFV). 
36. El Reglamento de Procedimientos del SIRENARE (Sistema de Regulación de los Recursos Naturales Renovables), implementado en 2002, conjuntamente con la Ley Forestal (1996), la Ley de Medio Ambiente (1992) y la Ley del Servicio Nacional de Reforma Agraria INRA (1996) forman el marco reglamentario del sector forestal. No existe una Ley de Desarrollo Ambiental.  Cada año la Superintendencia Forestal identifica un área máxima a ser entregada en concesión, la cual varía de acuerdo a las autorizaciones que esta entidad otorga basada en la aprobación de los planes operativos anuales forestales.  De acuerdo a las autoridades, en ningún año se ha registrado el aprovechamiento del total de la superficie autorizada por dicha Superintendencia.  A pesar de los avances en el marco reglamentario, el marco institucional no parece ser suficiente para prevenir prácticas no sostenibles.

3) Minería y Procesamiento de Minerales

i) Características

37. Históricamente la minería ha desempeñado un papel significativo en el desarrollo de Bolivia, aunque su importancia relativa ha tendido a decrecer en años recientes.  Desde 1998, el valor agregado en el sector minero (incluyendo fundiciones pero no hidrocarburos), ha tendido a crecer a un ritmo menor que el general de la economía, aunque el crecimiento aparentemente se ha acelerado a partir del segundo semestre de 2003, a raíz del incremento en el precio internacional de los minerales.  La contribución del sector minero al PIB total fue del 4,4 por ciento en 2004 (cifra preliminar), comparada con un 5 por ciento en 1998.
  Su participación en el empleo total ha continuado disminuyendo, pasando de un 1,4 por ciento del empleo total en 1998 a un 1,2 por ciento en 2004 (cifra preliminar).
  Entre los problemas que enfrenta el sector minero, se encuentra la concentración en actividades de bajo valor agregado, una limitada infraestructura productiva, altos costos de explotación, baja productividad, y frecuentes conflictos laborales.

38. La mayor parte de la producción de minerales se exporta, y la minería sigue ocupando un lugar primordial como fuente generadora de ingresos de exportación.  En 2004, las exportaciones mineras representaron el 20,4 por ciento del total de las exportaciones, un porcentaje, sin embargo, considerablemente inferior al de 1998, cuando representaron un 36,4 por ciento de las exportaciones totales.
  En términos de valor, el principal mineral de exportación es el zinc, seguido por el estaño, la plata y el oro.  Las exportaciones de estaño se incrementaron sustancialmente entre 2003 y 2004.  En 2004, los principales mercados del exterior para los productos minerales fueron los Estados Unidos, el Reino Unido, el Japón, el Perú, la Argentina y el Brasil.

39. Las operaciones de minería se dividen en aquéllas efectuadas generalmente a través de contratos de riesgo compartido entre la Corporación Minera de Bolivia (COMIBOL) y empresas privadas, por lo general proyectos de gran envergadura, y aquéllas operaciones realizadas por el sector privado mediano y pequeño.  Estas últimas operaciones son realizadas por nueve empresas privadas medianas y por unas 510 cooperativas, de las cuales, a inicios de 2005, unas 275 estaban activas.  La COMIBOL, entidad pública autónoma creada en 1952, ha transferido gradualmente sus actividades operacionales al sector privado.  Como resultado, la COMIBOL se ha convertido en una estructura empresarial encargada casi exclusivamente de administrar una cartera de contratos de riesgo compartido, arrendamiento y servicios.  Sin embargo, la Ley N° 2.400 de 2002, autoriza a la COMIBOL a asumir la dirección y administración directa y definitiva de las actividades mineras y metalúrgicas en caso de quiebra de los concesionarios.  En este sentido, la minas de Huanuni y Caracoles fueron puestas bajo la administración de la COMIBOL en 2002 y 2004 respectivamente, debido a encontrarse en dificultades financieras.  
40. La minería mediana privada es la más importante en términos de producción.  En 2004, contribuía con el 69 por ciento de la producción minera de Bolivia, dedicándose principalmente a la explotación de yacimientos de oro, plata, zinc y plomo.  Las cooperativas mineras han asumido una creciente importancia tanto en volumen de producción como en absorción de mano de obra;  representan un 80 por ciento del empleo en el sector.  El tamaño de las cooperativas varía desde unos pocos trabajadores hasta más de 2.000;  la mayoría de ellas usa técnicas de producción artesanales.
41. La inversión en el sector minero decayó durante el período bajo examen, totalizando 213,6 millones de dólares de los EE.UU. entre 1998 y 2002, monto inferior al registrado durante 1993-97, que fue de 368,1 millones de dólares de los EE.UU.  Durante 1998-02 la inversión privada representó la totalidad de las inversiones en el sector.

ii) Política y marco institucional

42. El Gobierno considera a la minería como fundamental en la perspectiva del desarrollo económico y social del país, por su contribución a la generación de divisas, empleo e impuestos.  Luego de consultar con el sector minero, el Gobierno desarrolló y elaboró una estrategia de política minera, contenida en el documento, Política Minera y Plan de Reactivación del Sector Minero (PRESEMIN).
  El Plan está llamado a guiar el accionar del Gobierno durante los próximos años en materia minera.  El objetivo es desarrollar el potencial minero del país, concretizando entre 2004 y 2007-08 un plan de inversiones de unos 1.227 millones de dólares de los EE.UU., en un conjunto de proyectos de diversa escala, y el incremento progresivo de las exportaciones mineras en el orden del 50 al 100 por ciento.  Las estrategias básicas del PRESEMIN son buscar incentivos fiscales para la exploración minera, incentivos tributarios para la importación de bienes de capital, apoyo a proyectos mineros en preparación, puesta en marcha o reactivación de plantas metalúrgicas, y promoción de nuevos proyectos mineros.  Para la minería cooperativa y pequeña se busca incrementar la inversión, implementando nuevos mecanismos de financiamiento.  

43. El PRESEMIN busca también activar y ampliar el Fondo Minero de Inversión (FOMIN) y mejorar la comercialización de minerales de pequeños productores.  El FOMIN, creado mediante el Decreto Supremo N° 27.205 de 8 de octubre de 2003, fue destinado a las cooperativas mineras.  Para acceder al financiamiento del FOMIN, el beneficiario debe establecer con éste una sociedad accidental o de cuentas en participación, de manera que ambos compartan riesgos y beneficios y el Fondo tenga capacidad de supervisión del proyecto.  

44. El Ministerio de Minería e Hidrocarburos es responsable por la política minera.  Dentro de este Ministerio, el Viceministerio de Minería, tiene a su cargo la formulación y ejecución de políticas para la prospección, exploración, explotación, concentración, beneficio, fundición y comercialización de minerales y metales, así como para la promoción de las inversiones, y la investigación básica y aplicada en metalurgia.  El Consejo Nacional de Minería, creado mediante el Decreto Supremo N° 27.334 (Decreto de Reactivación Minera) de 31 de enero de 2004, es un órgano consultivo y de asesoramiento permanente al Gobierno en materia de política minera.  La Superintendencia General de Minas es la más alta autoridad administrativa y de solución de litigios en el sector minero.  Las superintendencias regionales tienen la responsabilidad inicial del otorgamiento de concesiones y la solución de los litigios respectivos.  El Servicio Nacional de Geología y Técnico de Minas (SERGEOTECMIN) realiza, entre otras cosas, relevamientos geológicos y evaluaciones de impacto ambiental, y se desempeña como órgano técnico de otorgamiento de concesiones mineras.  
45. El Código de Minería, Ley Nº 1.777 de 17 de marzo de 1997, regula las actividades relacionadas con la prospección, extracción, elaboración, fundición y comercialización de minerales.  Los hidrocarburos se rigen por leyes especiales.  De acuerdo con las disposiciones del Código de Minería, los minerales subterráneos son propiedad del Estado el cual, a través del Poder Ejecutivo, otorgará concesiones mineras a las personas individuales o colectivas, nacionales o extranjeras, que las soliciten.  La concesión minera es un bien inmueble, transferible, que otorga a su titular y con la condición del pago de patentes, el derecho de realizar por tiempo indefinido actividades de prospección, exploración, explotación, concentración, fundición, refinación y comercialización de minerales.  Los titulares de concesiones deben pagar una patente anual, cuyo monto varía de acuerdo con la extensión de la concesión.  Se aplica el trato nacional para las concesiones mineras, con la excepción de que las personas individuales o colectivas extranjeras no pueden adquirir ni poseer concesiones mineras dentro de los 50 kilómetros de las fronteras internacionales de Bolivia.
 
46. De acuerdo con el Reglamento Ambiental para Actividades Mineras, Decreto Supremo N° 24.782 de 31 de julio de 1997, se requiere una licencia ambiental para la realización de actividades de prospección y exploración, explotación, concentración, fundición y refinación, constituyan o no parte integrada del proceso de producción minera. 
47. No hay actividades mineras reservadas para el Estado.  El Código de Minería dispone que la COMIBOL sea el ente encargado de la dirección y administración de la minería estatal, sin realizar directamente actividades mineras, efectuándolas sólo mediante contratos de riesgo compartido, prestación de servicios o arrendamiento.  El Código dispone que la COMIBOL transfiera mediante licitación pública internacional las concesiones mineras que no hayan estado sujetas a contratos de riesgo compartido o arrendamiento a la fecha de publicación del Código.  Sin embargo, como se señalara supra, la Ley N° 2.400 de 24 de julio de 2002 dispone que la COMIBOL asuma la administración definitiva de las actividades mineras y metalúrgicas cuando los contratos adjudicados mediante licitación, exceptuando los contratos de las cooperativas mineras, no puedan continuar en el marco contractual pactado.
48. Las empresas mineras, al igual que cualquier otra actividad económica, están sujetas al pago anual del Impuesto sobre las Utilidades de las Empresas (IUE).  El Impuesto Complementario de la Minería (ICM) es una regalía departamental y  se aplica a quienes realizan actividades de exploración, explotación, beneficio, comercialización y fundición de minerales.  El ICM es un impuesto alternativo al IUE:  al final de la gestión se comparan el IUE y el ICM, pagándose sólo el mayor de estos dos impuestos.  La alícuota del ICM es flexible, variando de acuerdo a la fluctuación de los precios internacionales de los minerales, con límites mínimos y máximos.  Por ejemplo, el ICM para la plata varía entre el 3 y 6 por ciento del valor bruto de las ventas y para el oro entre el 4 y 7 por ciento, según escalas de precios dadas.  Las tasas del ICM son diferentes para cada mineral.  Las alícuotas aplicables a las ventas en el mercado interno son el 60 por ciento de aquéllas aplicables a las exportaciones.
  Se estima que la recaudación por concepto del ICM ascendió a 6,2 millones de dólares de los EE.UU. en 2003 y a 9,9 millones de dólares de los EE.UU. en 2004, respectivamente.  
49. Las actividades mineras pueden beneficiarse de una serie de incentivos fiscales de carácter general, incluyendo el Régimen de Admisión Temporal para Perfeccionamiento Activo (ver el capítulo III) 2) y III) 3)).  La Ley General de Aduanas (modificada por el Decreto Supremo N° 27.947 de 20 de diciembre de 2004) ha incorporado al régimen de admisión temporal para reexportación de mercancías en el mismo estado con suspensión de tributos, la maquinaria, equipo e instrumentos destinados a las actividades de exploración, explotación y transporte del sector minero, por un período de cinco años.  Además, desde diciembre de 2004 (bajo ciertas condiciones) la fecha de vencimiento del pago del impuesto al valor agregado, el impuesto a los consumos específicos y el gravamen arancelario correspondientes a la importación de bienes de capital y otros activos exclusivamente destinados a la actividad minera realizada por los inversionistas mineros puede prorrogarse 24 meses desde el momento de la importación definitiva.
  Esta prorroga es aplicable a las importaciones destinadas a efectivizar la inversión entre el 1° de enero de 2005 y el 31 de diciembre de 2006 y cuya inversión en activos supere los 100 millones de dólares de los EE.UU.
4) Manufacturas

i) Características 
50. El tamaño del sector manufacturero en Bolivia es relativamente pequeño.  Durante el período 1999-04, la contribución del sector al PIB fue relativamente estable y alcanzó un promedio del 16,6 por ciento.
  Durante el mismo período, la tasa promedio de crecimiento anual real del PIB manufacturero fue del 2,8 por ciento, lo cual representa una desaceleración con respecto al crecimiento del 4,3 por ciento registrado en los seis años anteriores.  El desempeño del sector manufacturero ha sido afectado por el poco dinamismo de la demanda interna y "shocks" externos (ver el capítulo I), factores que han sido compensados en años recientes por los buenos precios internacionales de las exportaciones bolivianas y las preferencias comerciales otorgadas por los Estados Unidos (ver infra).  
51. El crecimiento del sector manufacturero ha estado influenciado por el comportamiento de pocas industrias, sobre todo las relacionadas con la minería, agricultura o silvicultura (véanse también las secciones 2) y 3) supra).  Como se detalla en el cuadro AIV.4, durante el período 1999-01 (últimos años para los que existen estadísticas desagregadas), en términos de generación del valor agregado las principales actividades manufactureras han sido la elaboración de alimentos y bebidas, y la fabricación de productos de la refinación del petróleo.  Estas dos industrias por sí solas contribuyeron casi el 70 por ciento del PIB manufacturero de Bolivia.

52. En términos de empleo, la elaboración de alimentos y bebidas es la industria más significativa;  otras generadoras importantes de ocupación incluyen la fabricación de textiles, prendas de vestir, calzado, productos de madera, y las actividades de edición e impresión (cuadro AIV.4).  El número de empleos en el sector manufacturero se ha mantenido relativamente estable, aunque con cambios siguiendo los ciclos económicos e importantes variaciones a nivel de industrias individuales.

53. Durante 1999-01, la productividad de la mano de obra (valor agregado por persona) en el sector manufacturero alcanzó un promedio anual de alrededor de 18.800 dólares de los EE.UU., pero tan sólo de 12.900 dólares de los EE.UU. si se excluye la refinación de petróleo.
  Como se muestra en el cuadro AIV.4, hay grandes diferencias en productividad entre las industrias.  Los datos disponibles sugieren que la productividad es más alta en actividades relacionadas con el procesamiento de materias primas (por ejemplo, la elaboración de aceites, azúcar y productos de tabaco) que en la manufactura de productos más avanzados.  La baja productividad en el sector manufacturero podría contribuir a explicar los problemas que tienen los productos bolivianos para introducirse en mercados externos.
 

54. Predominan en el sector manufacturero las pequeñas empresas, y sólo alrededor del 14 por ciento de los establecimientos manufactureros tenían 50 empleados o más en 2001, último año para el que se cuenta con datos.
  Muchas de las actividades de manufactura se llevan a cabo en el sector informal:  un estudio del Banco Mundial estimó que alrededor del 90 por ciento de los establecimientos de manufactura, que empleaban el 72 por ciento de la fuerza laboral, operaban informalmente.
  El mismo estudio señaló que tanto el uso de la capacidad instalada como la inversión en activos fijos son bajos.  El sector manufacturero es una de las actividades que menos inversión extranjera directa ha captado.

55. Se estima que el 80 por ciento de la producción del sector manufacturero se destina al mercado nacional y el restante a mercados externos.
  Las exportaciones bolivianas de productos manufacturados crecieron a un promedio anual del 3,9 por ciento entre 1999-03.
  Dichas exportaciones fueron dominadas por tres industrias (al nivel de cuatro dígitos de la CIIU):  ante todo la fabricación de aceites y grasas, seguida de las refinerías de petróleo, e industrias básicas de metales no ferrosos (cuadro AIV.5).  Entre las industrias que han visto sus exportaciones crecer más rápido figuran la producción de lácteos, textiles y refinados del petróleo.  El crecimiento de las exportaciones a la Comunidad Andina ha sido importante (promedio anual del 8,0 por ciento entre 1999-03), y el mercado andino se ha vuelto vital para ciertas industrias, por ejemplo la de productos alimenticios y la de textiles.  

56. Los beneficios otorgados por los Estados Unidos en virtud de la Ley de Promoción Comercial Andina y Erradicación de la Droga (ATPDEA) (ver el capítulo II 4) ii) c)) han resultado en aumentos importantes de las exportaciones de textiles y prendas de vestir al mercado de los Estados Unidos.
  Según un estudio elaborado por el Centro de Investigaciones Económicas y Empresariales (CIEE), sin la conclusión del tratado de libre comercio con los Estados Unidos (ver el capítulo II 4) ii) d)), el PIB real se reduciría en 1,7 por ciento, como consecuencia de la conclusión de la vigencia del ATPDEA a partir de enero de 2007.
  Sin embargo, muchas de esas exportaciones provienen de un número reducido de empresas;  por ejemplo, dos firmas exportan el 70 por ciento de las prendas de algodón.

57. Bolivia importa una amplia variedad de manufacturas, siendo las más importantes las producidas en industrias relacionadas con la fabricación de productos metálicos y maquinaria, y de sustancias químicas (cuadro AIV.5).  El valor de las importaciones de productos manufacturados hacia Bolivia se contrajo a un promedio anual del 1,6 por ciento entre 1999 y 2003, reflejando en parte el letargo económico durante este período.
  Por otro lado, las importaciones de la Comunidad Andina se expandieron a una tasa promedio del 1,9 por ciento, y los productores andinos se han convertido en fuentes importantes de importaciones tales como alimentos y bebidas, y sustancias químicas.

ii) Políticas y medidas de apoyo 
58. El Ministerio de Desarrollo Económico, a través del Viceministerio de Industria, Comercio y Exportación, se encarga de formular y ejecutar las políticas de desarrollo en el sector manufacturero.  El Consejo Nacional de Desarrollo Industrial (CONDESIN) fue creado por el Decreto Supremo N° 27.321 de 22 de enero de 2004 como una instancia público-privada de concertación de políticas y programas de desarrollo industrial.  El Consejo definirá la Estrategia Nacional de Desarrollo Industrial (ENDI).  Asimismo, mediante el Decreto Supremo N° 28.137 de 17 de mayo de 2005 se aprobó el marco normativo de la ENDI, la cual intenta ordenar e integrar políticas, programas y acciones de desarrollo industrial destinadas a resolver problemas de productividad y competitividad de las empresas nacionales.
59. El sector manufacturero (junto con el agropecuario y el turismo) es una de las actividades identificadas como prioritarias en el "Compromiso Nacional por una Bolivia Productiva", resultado final del Diálogo Nacional Bolivia Productiva.
  Dicho Compromiso señala que se priorizará al sector manufacturero a nivel de redes productivas y "clusters" y/o cadenas productivas orientadas preferentemente hacia exportaciones;  en particular, se intenta dar prioridad a las confecciones y textiles, cueros, maderas, metalmecánica y joyería.
  Según las autoridades, las medidas previstas incluyen el desarrollo tecnológico, la mejora de calidad e innovación, la capacitación y desarrollo empresarial, el financiamiento, el fomento a la articulación productiva, el desarrollo del mercado interno, fronterizo y externo, y las inversiones. 
60. El Programa Económico y Social anunciado en mayo de 2005 incluye una estrategia de desarrollo manufacturero hasta el año 2010.
  La estrategia busca mejorar la productividad, la competitividad y la diversificación de la producción manufacturera a través de medidas de innovación tecnológica, capacitación, fomento, desarrollo del mercado, inversiones externas e infraestructura. 

61. Los aranceles son el principal instrumento de protección del sector manufacturero en Bolivia, aunque en la práctica dicha protección ha sido mermada por las exenciones otorgadas bajo tratados de comercio preferencial (ver el cuadro III.4), en particular la Comunidad Andina.  El arancel NMF promedio para el sector manufacturero se sitúa en el 8,1 por ciento (basado en la CIIU), un nivel ligeramente inferior al promedio general (cuadro III.2).  En contraste con la situación existente en el anterior examen en 1999, se observan diferencias considerables en los aranceles promedio entre industrias, reflejando en parte la aplicación de tasas de 0 o 5 por ciento a los bienes de capital (ver el capítulo III 2) iv)).  Los cambios arancelarios llevados a cabo desde 1999 también han introducido una ligera progresividad arancelaria inversa, que otorga una protección más elevada a los productos menos elaborados (cuadro III.2).  
62. Además de la protección arancelaria, el sector manufacturero boliviano se beneficia de varios programas de apoyo oficial entre los que se encuentran las exoneraciones fiscales para fomentar las exportaciones (ver el capítulo III 3) iv) y v)), así como los incentivos a la producción bajo la Ley de Reactivación Económica o los incentivos para la inversión en El Alto o los Departamentos de Oruro y Potosí (ver el capítulo III 4) iii)).  La prohibición a la importación de vehículos con dirección a la derecha convertidos a dirección a la izquierda da apoyo a las empresas establecidas en zonas francas bolivianas para llevar a cabo dichas conversiones (ver el capítulo III 2) vi)).  Asimismo, las licitaciones públicas tienen un componente de política industrial cuando se utilizan para favorecer a proveedores bolivianos (ver el capítulo III 4) v)).  No existen estudios sobre los beneficios para la economía boliviana en su conjunto de los programas de apoyo disponibles al sector manufacturero pero dichos programas podrían resultar en distorsiones significativas debido a las estrechas metas que persiguen, su costo fiscal y la carga adicional que representan para la administración pública. 

63. A pesar del apoyo que recibe, el sector manufacturero ha sufrido de problemas desde hace largo tiempo, reflejando debilidades que afectan a la estructura productiva boliviana en general.  El Informe de la Secretaría para el examen de Bolivia en 1999 hizo mención a una infraestructura inadecuada, elevados costos de capital y transporte, escasa disponibilidad de mano de obra calificada, y la competencia de productos introducidos de contrabando o producidos en el sector informal.  Recientemente, un estudio del Banco Mundial concluyó que el sector manufacturero boliviano sufre de altos costos operativos debido al costo del crédito, problemas de abastecimiento, altos niveles de inventarios, leyes laborales inflexibles y problemas de infraestructura.
  Los altos costos también resultan de problemas de transporte, tales como caminos en mal estado y retrasos debidos a bloqueos, así como, a pesar de las reformas llevadas a cabo, largas demoras en las aduanas.  De acuerdo con otro estudio, los principales problemas del sector manufacturero son el bajo nivel de inversión, el alto nivel de contrabando, la mano de obra poco calificada, el difícil acceso al crédito, y la baja búsqueda y captura de nuevos mercados y productos.
 

5) Petróleo y Gas Natural

i) Características

64. Bolivia cuenta con reservas de petróleo y gas natural, y según información proporcionada por las autoridades, a enero de 2005, las reservas totales de petróleo (probadas, probables y posibles) eran de 1.111 millones de barriles de reserva certificados de petróleo crudo en tanto que las de gas natural eran de 48,7 trillones de pies cúbicos.  Las reservas de gas natural, en particular, se beneficiaron de extensos descubrimientos en 2000 y 2001.  Un estudio mostró que dichas reservas podrían incrementar los ingresos fiscales entre un 10 y un 50 por ciento hasta 2014.
  A principios de 2004, PETROBRÁS Bolivia S.A. contaba con la mayor cantidad de reservas certificadas disponibles en Bolivia tanto de petróleo como de gas natural.
  

65. En 2003, la industria del petróleo y gas natural contribuyó el 6,7 por ciento del Producto Interno Bruto.  Ese año, la producción promedio diaria de petróleo crudo llegó a los 38.192 barriles por día mientras que la de gas natural alcanzó los 952 millones de pies cúbicos por día.
  En promedio, durante 1997-03 se registraron inversiones anuales en exploración y explotación equivalentes a 419 millones de dólares de los EE.UU.
  La participación de inversionistas extranjeros en todas las etapas de producción, transporte y distribución es extensa, destacándose la presencia de compañías brasileñas, estadounidenses y francesas. 

66. Bolivia produce la mayoría de los refinados de petróleo que consume, con excepción del diesel que debe ser importado (casi el 40 por ciento de diesel que consume).
  Casi todo el petróleo producido en Bolivia es para consumo local excepto por pequeños volúmenes exportados.  

67. En términos de valor, las exportaciones de gas natural durante 1999-04 aumentaron significativamente del 2,5 al 23,1 por ciento del total de las exportaciones (35,1 y 381,4 millones de dólares de los EE.UU., respectivamente).
  A febrero de 2005, Bolivia exportaba gas natural a Brasil y a la Argentina (un total de 733 y 181 millones de pies cúbicos diarios, respectivamente), siendo estos dos sus únicos mercados de exportación.  Aproximadamente el 80 por ciento del gas boliviano exportado a Brasil es comprado bajo la modalidad de "take or pay".

68. El mercado doméstico de gas natural representa alrededor del 25 por ciento del consumo total de energía en Bolivia siendo las empresas termoeléctricas las principales consumidoras.
  Dicho mercado se ha expandido significativamente desde 1990 gracias, en parte, a los esfuerzos del Gobierno para promover el consumo doméstico del gas natural.    

ii) Marco normativo

69. El Ministerio de Hidrocarburos (MH), creado en virtud de la Ley Nº 2.840 de 16 de septiembre de 2004 y del DS Nº 27.998 de 7 de febrero de 2005, está encargado de formular, ejecutar, evaluar y fiscalizar la política pública para el sector.  La Superintendencia de Hidrocarburos (SH), agencia autárquica creada por la Ley Nº 1.600 de 28 de octubre de 1994 está encargada de:  proteger los derechos de los consumidores, otorgar concesiones, licencias y autorizaciones, otorgar permisos para la exportación de hidrocarburos y sus derivados, autorizar la importación de hidrocarburos, llevar un registro nacional de las personas individuales y colectivas que realicen actividades en el sector, aprobar tarifas para las actividades reguladas y fijar precios conforme a los reglamentos, velar por el cumplimiento de los derechos y obligaciones de las entidades supervisadas por la SH, requerir datos e información cuando sea necesario, velar por el abastecimiento de los productos derivados de los hidrocarburos y establecer los volúmenes necesarios para satisfacer el mercado interno y las materias primas requeridas por proyectos de industrialización, y aplicar sanciones de acuerdo a las normas y los reglamentos.
  

70. La política pública para el sector de hidrocarburos busca maximizar el ingreso generado de la explotación de las reservas de gas natural a través de proyectos de exportación y de desarrollo de la cadena productiva que incorporen valor agregado.
  En concreto, se busca desarrollar los siguientes proyectos:  exportación de gas natural a EE.UU. y México, instalar un complejo petroquímico, instalar una planta procesadora de gas-a-diésel sintético, conectar 250.000 nuevos usuarios al sistema de distribución de gas por redes, convertir 80.000 vehículos para que utilicen gas natural vehicular (GNV) en cinco años, desarrollar el transporte de gas natural comprimido en módulos, lograr autosuficiencia en la producción de diésel y mejorar la regulación de las refinerías.  

71. Las autoridades indicaron que la visión de mediano y largo plazo en el sector de hidrocarburos es lograr que Bolivia ejerza el liderazgo energético en la región en la consolidación de nuevos mercados conformando una nueva matriz energética que permita el aprovechamiento racional de sus enormes reservas de gas.  Dicha visión busca el aprovechamiento racional de los recursos gasíferos, la apertura y consolidación de nuevos mercados de exportación para el gas natural y productos con valor agregado para consolidar a Bolivia en el centro productor y distribuidor de gas natural en el Cono Sur.  En el mercado externo también se pretende la industrialización del gas mediante la generación de energía eléctrica con fines de exportación.  Los objetivos en el mercado interno apuntan al cambio de la matriz energética nacional promoviendo la masificación del consumo de gas natural, su industrialización, y el abastecimiento del mercado interno.  

72. La Constitución establece que los hidrocarburos, cualquiera sea el estado en que se encuentre o la forma en que se presenten, son del dominio directo, inalienable e imprescriptible del Estado (Art. 139).  Ninguna concesión o contrato confiere la propiedad de los yacimientos de hidrocarburos.  La explotación, exploración, comercialización y transporte corresponde al Estado, cuyo derecho lo puede ejercer mediante concesiones y contratos por tiempo limitado.

73. A principios de 2005, el sector estaba organizado en base a la Ley Nº 1.689 de 30 de abril de 1996 (Ley de Hidrocarburos (LH)) y varios reglamentos.  La LH establece que cualquier persona, boliviana o extranjera, individual o colectiva, puede realizar una o más de las actividades definidas por la misma Ley (exploración, explotación, comercialización, transporte, refinación y distribución de gas natural por redes).  Las empresas que operen en el sector de hidrocarburos tienen que registrarse en la SH (el registro es gratuito).
  

74. Todas las actividades de exploración, explotación y comercialización de hidrocarburos se llevan a cabo mediante contratos de riesgo compartido con Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos (YPFB).  Dichos contratos no pueden ser cedidos, transferidos o subrogados, total o parcialmente, salvo aceptación expresa de YPFB.  Todas las controversias en torno a los contratos de riesgo compartido se solucionan conforme a la Ley de Arbitraje y Conciliación.  

75. La construcción de sistemas de transporte de hidrocarburos se realiza mediante concesiones otorgadas por la SH.  Los concesionarios para el transporte de hidrocarburos no pueden ser concesionarios, ni participar en concesiones, para la distribución de gas natural por redes, ser compradores o vendedores de gas natural ni ser concesionarios, o participar, en la generación de electricidad.  

76. La distribución de gas natural por redes es un servicio público que se ejerce por concesión (LH, Art. 41).  Las concesiones son otorgadas por la SH mediante licitación pública y son coordinadas con los planes de desarrollo urbano de cada municipalidad.  Todas las personas, naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, pueden participar en actividades de refinación de hidrocarburos.

77. YPFB a nombre del Estado Boliviano ejerce el derecho propietario sobre la totalidad de los hidrocarburos y representa al Estado en la suscripción de los Contratos Petroleros, de operación, asociación y producción compartida.  Quien suscribe Contratos Petroleros con YPFB está sujeto al pago de las siguientes regalías y participaciones sobre la producción fiscalizada, pagaderas de manera mensual:  (i) una Regalía Departamental, equivalente al 11 por ciento de la Producción Departamental Fiscalizada de Hidrocarburos, en beneficio del Departamento donde se origina la producción;  (ii) una Regalía Nacional Compensatoria del 1 por ciento de la Producción Nacional Fiscalizada de los Hidrocarburos, pagadera a los Departamentos de Beni (2/3) y Pando (1/3), de conformidad a lo dispuesto en la Ley Nº 981, de 7 de marzo de 1988;  y (iii) una participación del 6 por ciento de la Producción Nacional Fiscalizada en favor del Tesoro General de la Nación.  Todas las empresas que desarrollaron actividades de transporte de hidrocarburos, refinación y distribución de gas natural por redes pagan un aporte del un por ciento de sus ganancias a la SH, el cual se utiliza para cubrir parte del presupuesto de la SH.  

78. Los mecanismos establecidos por el DS Nº 27.354 de 4 de febrero de 2004 para el cálculo del precio de venta del gas natural para las actividades de generación termoeléctrica y empresas distribuidoras de gas natural por redes fueron suspendidos en febrero de 2004.
  La LH establecía que los precios de exportación del gas natural dependían del precio del gas en la frontera (el cual era regulado) menos la tarifa de transporte por el ducto en Bolivia (Art. 50).  El precio del gas natural de exportación ha variado durante 1999-04:  en 2003 el precio de exportación del gas natural a Brasil era mayor que el de consumo interno ("citygate") (2,1 y 1,3 dólares de los EE.UU. por millar de pies cúbicos respectivamente).  La Resolución Administrativa 124 de 3 de febrero de 2005 rebajó el precio del gas natural doméstico a 0,8 dólares de los EE.UU. por MPC.  Las autoridades hicieron notar que el precio de exportación del gas natural se fija directamente con los compradores.  Las tarifas de transporte de hidrocarburos por ductos están reguladas por el DS Nº 26.116 de 16 de marzo de 2001.
  
79. El DS Nº 24.914 de 5 de diciembre de 1997, modificado por el DS Nº 27.959 de 30 de diciembre de 2004, regula los precios de la gasolina especial, la gasolina premium, la gasolina de aviación grado 100, el kerosén, el gas licuado de petróleo (GLP) el jet fuel A-1 para uso nacional e internacional, el diésel oil y el fuel oil.  Los precios máximos de refinación GLP están regulados en base al DS Nº 27.343 de 31 de enero de 2004, el cual fue enmendado por el DS Nº 27.695 de 20 de agosto de 2004.  

80. El precio del diésel (gasoil) vendido a las empresas termoeléctricas es subsidiado.
  El DS Nº 25.982 de 16 de noviembre de 2000 fijó una escala decreciente de subsidios por un plazo de 10 años hasta que éste sea cero.  El precio del GLP también es subsidiado.
  Los márgenes del subsidio para el envasado del GLP están definidos por el DS Nº 25.649 de 14 de enero de 2000.  Existe además un fondo de estabilización de precios (al público) para la gasolina especial y el diésel creado en 2000.
  Las autoridades observaron que dicho fondo había, en la práctica, congelado los precios de la gasolina especial y del diésel entre julio de 2000 y enero de 2004.  El DS Nº 27.344 de 31 de enero de 2004 restableció la metodología de cálculo en base a los precios internacionales tomando en cuenta los ajustes al IEHD a través de una minibanda y el tipo de cambio.  El DS Nº 27.697 de 23 de agosto de 2004 congeló los precios de dichos productos debido a los incrementos sustanciales en el precio de los productos en base al petróleo crudo.  El DS Nº 27.959 de 30 de diciembre de 2004, incrementó los precios de la gasolina y el diésel.  Con este DS, se toma como base el precio del crudo en el mercado interno y se otorga un margen de refinería para todos los productos.  

81. Bolivia aplica un Impuesto Especial a los Hidrocarburos y sus Derivados (IEHD), el cual fue creado por la Ley Nº 1.606 de 22 de diciembre de 1994 y grava la comercialización de los hidrocarburos y sus derivados en el mercado interno.  Con la finalidad de garantizar el abastecimiento del mercado interno, el IEHD del diésel importado se ha reducido;  las autoridades indicaron que a mediados del 2005 el IEHD se imponía a una tasa de 0 por ciento, y se otorgaba un subsidio de Bs. 2,06 por litro.  El DS Nº 27.422 de 7 de abril de 2004 establece la metodología para la determinación del IEHD de la gasolina especial y el diésel nacional, cuyas tasas fueron fijadas en Bs. 0,90 y 0,86 por litro, respectivamente.  La tasa del IEHD para el resto de los productos sobre los que éste se grava varía entre Bs. 0,56 y Bs. 2,46 por litro.
  

82. El precio del GNV, regulado por el DS Nº 27.346 de 31 de enero de 2004, está determinado para todas las etapas de producción, incluyendo los márgenes a los minoristas.  Bolivia cuenta con un régimen para la conversión de automóviles que utilicen gasolina o diésel en automóviles que utilicen GNV.  Dicho régimen está regulado por el DS Nº 27.297 de 20 de diciembre de 2003.  

83. A abril de 2005, bajo la Ley Nº 1.689, se exceptuaba de la libre comercialización del gas natural los volúmenes requeridos para el consumo interno y para cumplir con los contratos de exportación pactados por YPFB antes de 1996 (LH, Art. 24).  El DS Nº 27.493 de 14 de mayo de 2004, a su vez, restringe la exportación de hidrocarburos líquidos, la cual requiere una autorización expresa de parte del Ministerio de Hidrocarburos.  

84. En mayo de 2005 por mandato del Referéndum vinculante del Gas se abrogó la Ley Nº 1.689 y se promulgó la nueva Ley de Hidrocarburos, Ley Nº 3.058 de 17 de mayo de 2005.  Las autoridades indicaron que la nueve ley tiene por objeto:  dar cumplimiento a los resultados del Referéndum vinculante del Gas;  recuperar la propiedad de los hidrocarburos en boca de pozo;  redefinir la participación del Estado mediante la refundación de YPFB de manera que pueda participar en todas las actividades hidrocarburíferas;  crear el impuesto directo a los hidrocarburos el cual incrementará la retención estatal hasta el 50 por ciento del valor de la producción de hidrocarburos;  y promover la industrialización de los hidrocarburos en territorio boliviano.  A principios de junio de 2005, existían proyectos de ley bajo consideración en el Congreso para modificar la Ley Nº 3.058.  Un documento de la Cámara Boliviana de Hidrocarburos señala que la nueva ley de hidrocarburos podría desincentivar la inversión extranjera.
  

6) Electricidad

i) Características

85. A fines de 2004 Bolivia contaba con 1.371,3 MW en capacidad potencial instalada.
  En 2003, Bolivia generó 4.339,7 GWh.  El 87,3 por ciento de la generación correspondió a empresas que eran parte del Sistema Interconectado Nacional (SIN) mientras que el 12,7 eran empresas pertenecientes al Sistema Aislado (SA) o al de Autoproductores (véase infra).  El SIN suministra electricidad a las principales ciudades, mientras que el Sistema Aislado suministra electricidad a ciudades pequeñas.
  La generación de electricidad en el SIN es de tipo termoeléctrico o hidroeléctrico mientras que en los otros sistemas la electricidad puede ser hidroeléctrica, a turbina de gas y a motor de gas o diésel.  

86. Bolivia es esencialmente autosuficiente en el suministro de electricidad.  Durante el período se consideraron planes para la exportación de electricidad los cuales, a principios de 2005, no se habían materializado.
  La participación extranjera en el sector es significativa.  Hasta fines de 2004, existía un monopolio de facto en la transmisión de electricidad a través del SIN (Empresa Transportadora de Electricidad S.A.).  Las autoridades observaron que, a julio de 2005, se esperaba que nuevas empresas de transmisión en el sistema troncal comenzaran a operar prontamente.
ii) Marco normativo

87. La política pública para el sector la establece el Viceministro de Electricidad, Energías Alternativas y Telecomunicaciones (VEEAT), el cual es parte del Ministerio de Servicios y Obras Públicas.
  Los objetivos de política para el sector son:  garantizar la seguridad jurídica del sector, mejorar la cobertura, calidad y sostenibilidad de los servicios electricidad e implementar el Plan Bolivia de Electrificación Rural (PLABER) (véase infra).
  El Consejo Nacional de Política Económica, órgano asesor del Poder Ejecutivo, también sugirió como objetivo de política para el sector la construcción de plantas termoeléctricas para la exportación de electricidad.  

88. La Superintendencia de Electricidad (SE), agencia autárquica de derecho público, creada por la Ley Nº 1.600 de 28 de octubre de 1994 y modificada por la Ley Nº 2.066 de 11 de abril de 2000, es la agencia regulatoria del sector.  Entre otras cosas, la SE protege los derechos de los consumidores, asegura el cumplimiento de las disposiciones antimonopólicas, otorga concesiones y licencias, aprueba los precios y tarifas máximas aplicables a la industria eléctrica, y supervisa las actividades del Comité Nacional de Despacho de Carga (CNDC).
  

89. El CNDC, creado por la Ley Nº 1.604 de 21 de diciembre de 1994 (Ley de Electricidad, LE), y cuyas funciones se encuentran establecidas por el DS Nº 26.093 de 2 de marzo de 2001, es responsable de la coordinación de la generación, transmisión y despacho de carga a costo mínimo.
  El Mercado Eléctrico Mayorista (MEM) es el mercado de transacciones de compraventa de electricidad entre generadores y distribuidores (incluyendo los consumidores que compran electricidad sin pasar por una empresa distribuidora) estipulados en los contratos de suministro.
  

90. El sector se encuentra organizado en base a la LE y a 12 Reglamentos que regulan las actividades de la industria eléctrica.
  Las autoridades observaron que la organización de la industria se basa en los principios de la eficiencia, transparencia, calidad, continuidad, adaptabilidad y neutralidad.  La LE define expresamente las actividades de generación, interconexión, transmisión, distribución, comercialización, importación y exportación de electricidad como de necesidad nacional (Art. 4).  La LE estipula que las empresas que desarrollen actividades en el SIN no pueden estar integradas verticalmente mientras que las empresas que operen en los Sistemas Aislados sí lo pueden (Arts. 69 y 20).  Las empresas extranjeras que deseen realizar actividades en el sector tienen que formar una subsidiaria con personalidad jurídica de Sociedad Anónima (LE, Art. 10).  

91. Las empresas que realizan actividades en el sector deben obtener una licencia (generación y transmisión), o una concesión (distribución) o una licencia provisional (estudios para generación que utilice recursos naturales y estudios para instalación de transmisión).  La distribución se considera un servicio público mientras que las demás son actividades privadas.
  Las actividades integradas realizadas en los Sistemas Aislados con una potencia inferior a los 300 kW o de autoproducción no requieren ni licencia ni concesión.
  

92. Las concesiones, licencias o licencias provisionales se otorgan mediante solicitud de la parte interesada o por licitación pública.  Se utiliza la modalidad de solicitud de la parte interesada para cualquiera de las siguientes posibilidades:  i) cuando en el período de 30 días de realizada la última publicación no se reciban otras solicitudes para el mismo objeto o cuando existiese derecho preferente de licencia provisional;  ii) cuando las licencias cuentan con una licencia provisional previa;  o iii) para la exportación o importación de electricidad.  La licitación pública se utiliza cuando se verifique una de las siguientes situaciones:  i) cuando en el período de 30 días se haya recibido más de una solicitud para obtener una licencia provisional;  ii) cuando en un período de 30 días se recibiera más de una solicitud para obtener una licencia;  iii) para los proyectos "identificados o estudiados" del Estado;  o iv) cuando venza el plazo de las concesiones, cuando se declare la caducidad de una concesión o se revoque una licencia o cuando se reciba más de una solicitud para una licencia o licencia provisional.
  Las autoridades aclararon que los proyectos "identificados o estudiados" por el Estado son proyectos de interés público y que se utiliza la modalidad de licitación pública cuando el proyecto no es del Estado y se recibe más de una solicitud.
93. El otorgamiento de concesiones y licencias está sujeto al pago de derechos proporcionales al valor de las inversiones comprometidas;  están exentas del pago de derecho las licencia de generación mediante uso de recursos naturales renovables y las licencias provisionales.
  Entre otras cosas, los solicitantes de concesiones y licencias tienen que proporcionar un documento que acredite que la compañía no está integrada verticalmente en el SIN y que cumple con los límites de propiedad de la capacidad instalada en el SIN.
  Dichos límites se aplican a las empresas generadoras de electricidad las cuales no pueden ser propietarias de más del 35 por ciento de la capacidad instalada en el SIN.

94. Las licencias otorgadas por solicitud de la parte interesada tienen que cumplir con todos los requisitos de la LE y, en el caso de ser otorgadas mediante licitación pública, el Superintendente debe tener en cuenta las recomendaciones del comité evaluador de la licitación.
  Las autoridades manifestaron que para otorgar concesiones, licencias o autorizaciones mediante licitaciones públicas se utilizan criterios económicos que garanticen la competitividad del sector.  Las compañías involucradas en la transmisión a través del SIN están obligadas a proporcionar acceso abierto a sus redes, incluyendo a autoproductores y consumidores.
  Las licencias para transmisión de electricidad no tienen carácter de exclusividad.  Las concesiones para la distribución se otorgan mediante los mismos criterios que las licencias.  Los inversionistas extranjeros que hayan conformado subsidiarias para operar en el sector disfrutan de trato nacional.  

95. Los precios de las transferencias de potencia y energía entre generadores y entre generadores y distribuidores que no sean parte de un contrato de suministro a través del SIN son regulados.
  En el SIN, están regulados también el precio máximo cobrado por el uso de las instalaciones de transmisión y distribución, el precio máximo de los suministros a las empresas de distribución y los precios máximos a los consumidores abastecidos únicamente por la empresa distribuidora.  Todos los precios y tarifas de suministro de electricidad en los Sistemas Aislados están sujetos a regulación.  El DS Nº 26.094 establece los procedimientos de actualización de precios y tarifas de los sistemas eléctricos.  Los precios máximos de transmisión, fijados semestralmente, se calculan en función del costo total de transmisión y los costos de mantenimiento y administración.  

96. El DS Nº 27.302 de 23 de diciembre de 2003 creó y regula el Fondo de Estabilización del MEM.  Las autoridades observaron que dicho Fondo estabiliza los precios limitando la variación de tarifas que aplica cada distribuidor a sus consumidores regulados, sea por efectos de las variaciones de precio del MEM o por variaciones en los precios de distribución.  La variación en el precio no debe exceder al 3 por ciento.  El Fondo proporciona cuentas individuales para cada empresa generadora y para cada distribuidor las que incluyen montos mensuales correspondientes a las diferencias de precios del MEM y el mercado minorista.  En el MEM los distribuidores pagan mensualmente a los generadores la diferencia entre los precios de aplicación y los precios del mercado tipo spot.  Los saldos de las cuentas de los distribuidores en el Fondo son informados a la SE, la cual verifica los montos y emite un informe semestral con cada saldo.  Por su lado, la Resolución SSDE Nº 45 transfirió recursos al Fondo de Estabilización para Distribuidores, diseñado para aquellos distribuidores de los Sistemas Aislados.  

97. En la práctica se han otorgado subsidios cruzados, básicamente a los consumidores residenciales, pero existe un mecanismo de transición para la eliminación de dichos subsidios, cuya implementación se espera que concluya en 2008.
  Las autoridades observaron que a partir de septiembre de 2005 se implementaría una tarifa subsidiada para consumidores de hasta 50 KWh al mes.

98. La LE estipula que el Estado tiene la responsabilidad de desarrollar la electrificación en poblaciones menores y en áreas rurales que no puedan ser atendidas exclusivamente por el sector privado (Art. 61).  Las autoridades informaron que Bolivia cuenta con dos programas de electrificación rural, administrados por el VEEAT, que proporcionan financiamiento y créditos para proyectos que aumenten el acceso al uso de la electricidad en áreas rurales a través de sistemas convencionales y fuentes de energía renovables y están disponible a cualquier persona o empresa.
  

7) Servicios

i) Características generales

99. Como proporción del Producto Bruto Interno (PIB), el sector de servicios se mantuvo estable alrededor del 54 por ciento durante 1999-2004.
  El empleo en el sector de servicios se mantuvo estable hasta 2002, representando alrededor del 46 por ciento del empleo total, habiendo aumentado al 49 por ciento en 2003 (véase capítulo I, cuadro I.1).  Durante 1999-04, la balanza neta generó un déficit promedio de 75,5 millones de dólares de los EE.UU. (véase cuadro I.5).  Durante este período, tanto las exportaciones como las importaciones de servicios aumentaron habiendo estas últimas aumentado a un ritmo superior a las exportaciones.
100. Bolivia asumió compromisos bajo el AGCS en 5 de los 12 sectores de servicios OMC (véase cuadro AIV.6).  Bolivia participó en las negociaciones sobre telecomunicaciones y servicios financieros posteriores a la Ronda Uruguay, adquiriendo compromisos en ambos sectores.  Bolivia presentó en septiembre de 2003 una oferta en servicios en el contexto de la Ronda de Desarrollo de Doha.  

101. Bolivia asumió compromisos horizontales en los modos de suministro tres y cuatro.
  En el caso de acceso al mercado, la lista de compromisos específicos de Bolivia establece condiciones específicas para la concesión del suelo y subsuelo, incluyendo las aguas lacustres y fluviales que requieren que las empresas involucradas en comercio regular establezcan subsidiarias, y permite la presencia de personas naturales en el caso de gerentes, ejecutivos y especialistas.  Indica además, que sólo hasta el 15 por ciento de los empleados de cualquier empresa pueden ser extranjeros limitándose éstos a la alta gerencia.  En el caso de las limitaciones al trato nacional, la lista estipula que para el modo de suministro tres, los extranjeros no pueden poseer terrenos en los primeros 50 kilómetros del territorio nacional.  Adicionalmente, se les concede trato nacional a gerentes, ejecutivos y especialistas y permisos de residencia por uno o dos años asociados a un contrato de trabajo con una empresa que tenga presencia comercial en Bolivia.

102. Bolivia cuenta con una lista de excepciones al trato NMF con arreglo a lo dispuesto en el Artículo II del AGCS.
  Las excepciones se aplican a tres sectores:  transporte terrestres de pasajeros (se aplica a todos los países con los que Bolivia tenga tratados bilaterales o plurilaterales en vigor) y flete, transporte marítimo y de flete multimodal (se aplica a los países de la CAN) y servicios de películas audiovisuales y producción de vídeos (se aplica a todos los países con los que Bolivia tenga tratados bilaterales o plurilaterales en vigor).  En el primer caso, la excepción consiste en provisiones al trato nacional provisto en acuerdos bilaterales y plurilaterales sobre transporte internacional de pasajeros y carga.  En el segundo caso, la excepción consiste en dar preferencia para el acceso al flete por transporte marítimo a los operadores que provengan de países de la CAN.  En el último caso, se brinda trato nacional para trabajos cinematográficos coproducidos entre productores bolivianos y productores de países con los que Bolivia tenga acuerdos bilaterales o plurilaterales en vigor. 
103. En el ámbito de la CAN, la Decisión Nº 439 de 11 de junio de 1998 es el marco general de principios y normas para la liberalización del comercio de servicios en la CAN.  Dicha Decisión contiene los lineamientos generales para el establecimiento de un mercado libre de servicios en la CAN, que deberá completarse a más tardar en 2005.  Esta Decisión se aplicará a las medidas adoptadas por los países miembros que afecten el comercio de servicios, en todos los sectores de servicios y en los distintos modos de suministro, tanto las provenientes del sector público, central, regional o local, como las provenientes de aquellas entidades delegadas para ello.  La Decisión establece que los países miembros de la CAN proporcionen acceso al mercado y trato nacional a las empresas que provengan de otros países miembros de la CAN, introduciendo, además, la posibilidad de que los países puedan fijar excepciones y salvaguardias por balanza de pagos (medidas para compensar posibles desequilibrios financieros producto del comercio de servicios en la CAN).  Las autoridades notaron que Bolivia ha mantenido reuniones relacionadas al proyecto de Decisión sobre el reconocimiento de títulos y estadísticas sobre los servicios en el marco de la CAN.
104. La Decisión Nº 510 establece un inventario de medidas restrictivas aplicadas por los países miembros de la CAN contrarias a los principios establecidos por la Decisión Nº 439, las cuales deben ser eliminadas progresivamente.  El inventario de Bolivia adoptado mediante la Decisión 510 contiene 46 medidas, seis de las cuales afectaban a todos los sectores y el resto relativas a los siguientes sectores
:  servicios prestados a las empresas (45 por ciento), servicios de transporte (15 por ciento), servicios de turismo y comunicaciones (9 por ciento) y servicios financieros y de salud (7 por ciento).  El resto de los sectores corresponden a los servicios de enseñanza, a los relacionados al medio ambiente y de esparcimiento.  El 78 por ciento de las medidas representan restricciones exclusivamente al trato nacional, el 76 por ciento al acceso a los mercados y el 35 por ciento a ambos.

ii) Telecomunicaciones

a) Características

105. Como proporción del Producto Bruto Interno, el sector de comunicaciones (telecomunicaciones, servicios postales, radio y televisión) se contrajo del 2,7 por ciento en 1999 al 1,7 por ciento en 2004.
  La proporción del empleo total demandado decreció entre 1999 y 2003 pasando del 0,11 al 0,08 por ciento.  La inversión en el sector de telecomunicaciones casi se triplicó durante 1999-01, y en 2004 se estimó en 100 millones de dólares de los EE.UU.
  Las inversiones realizadas en el sector durante 1999-03 se originaron fundamentalmente por la entrada de nuevos operadores, principalmente en el servicio de telefonía de larga distancia (debido a la apertura del mercado en 2001) y al crecimiento de la telefonía móvil.  Las inversiones realizadas alcanzaron los 120 millones de dólares de los EE.UU. en 2003.
106. A principios de 2004, había 18 empresas que proveían servicios de telefonía fija local (de las cuales 15 eran cooperativas) y 9 que proveían servicios de telefonía de larga distancia.
  El 80 por ciento de las líneas fijas se encontraban en La Paz, Cochabamba y Santa Cruz.
  En telefonía local, cuatro cooperativas controlaban aproximadamente el 80 por ciento de las líneas principales.
  

107. A 2004, Bolivia contaba con un total de 2,4 millones de líneas telefónicas, lo que representó un aumento promedio anual del 21,3 por ciento desde 1999.  Dicho aumento se debió principalmente al aumento promedio anual del 33,8 por ciento en las líneas móviles, mucho mayor al de la telefonía fija (4,5 por ciento) (véase cuadro IV.2).  

108. Durante el período bajo examen, la telefonía móvil se convirtió en la principal fuente de servicios telefónicos en Bolivia superando a la telefonía fija tanto en líneas instaladas como en densidad.  La densidad de líneas móviles aumentó en un promedio anual de 21,8 por ciento durante 1999-03.
  Un estudio mostró que la liberalización del sector produjo una baja en los precios de las llamadas de larga distancia, un aumento en el tráfico telefónico, una expansión de la cobertura, la diversificación en la oferta de servicios, una entrada significativa de nuevos operadores y un aumento en la inversión.
  

Cuadro IV.2
Indicadores seleccionados de telecomunicaciones, 1999-04
	
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004

	Líneas telefónicas principales por 100 habitantesa
	6,4
	6,4
	6,3
	7,0
	7,1
	7,1

	Abonados de teléfonos celulares por 100 habitantesb
	5,4
	7,3
	9,4
	10,4
	11,9
	..

	Líneas telefónicas fijas (miles)
	502.6
	510,8
	524,4
	585,5
	610,3
	625,4

	Líneas telefónicas móviles (miles)
	420,3
	582,6
	779,9
	1.023,3
	1.278,8
	1800,8

	Costo de conexión de un teléfono residencial ($EE.UU.)
	125
	119
	92
	43
	41
	39

	Porcentaje de líneas principales digitales
	85
	98
	99
	..
	..
	..

	Teléfonos públicos de pagoa
	11.431
	11.821
	12.465
	13.991
	14.026
	15.738

	Costo de una llamada de larga distancia nacional (Bs./minuto) 
	2,1
	2,1
	2,4
	2,3
	..
	..

	Ingresos por facturas en telefonía nacional e internacional (millones de $EE.UU.)
	160,6
	143,6
	135,0
	98,6
	92,9
	..

	Cantidad estimada de usuarios de Internet (miles)
	80
	120
	180
	270
	..
	..


..
No disponible.

a
Datos al primer semestre de 2004.

b
Datos al cuarto trimestre de 2003.

Nota:
Los valores en dólares de los EE.UU. de los ingresos por facturas en telefonía nacional e internacional están calculados al tipo de cambio promedio para cada año según son publicados por el Banco Central de Bolivia.

Fuente:
Todos los datos provienen de la Superintendencia de Telecomunicaciones excepto el costo de conexión de un teléfono residencial, el porcentaje de líneas principales digitales y la cantidad estimada de usuarios de Internet, que provienen de la UIT, y los ingresos facturados en telefonía nacional e internacional, que provienen del Instituto Nacional de Estadísticas de Bolivia.  Datos disponibles en:  http://www.sittel.gov.bo, Indicadores de telecomunicaciones (2004), disponible en:  http://www.itu.int/home y http://www.ine.gov.bo.

b)
Marco normativo

109. Los objetivos de la política pública son alcanzar el servicio universal para el área urbana y el acceso universal para el área rural, mejorar la calidad y bajar los precios de todos los servicios de telecomunicaciones y fomentar la convergencia de los servicios para todos los consumidores e incrementar sustancialmente el acceso a Internet.
  

110. El Viceministerio de Electricidad, Energías Alternativas y Telecomunicaciones (VEEAT), el cual es parte del Ministerio de Servicios y Obras Públicas, formula la política pública para el sector.
  El Viceministro coordina la ejecución y fiscalización de la política pública con la Superintendencia de Telecomunicaciones (SITTEL), creada por la Ley Nº 1.600 de 28 de octubre de 1994, enmendada por la Ley Nº 2.066 de 11 de abril de 2000, y que forma parte del Sistema de Regulación Sectorial.  Entre otras cosas, la SITTEL se encarga de hacer cumplir las normas legales regulatorios y de telecomunicaciones, promueve la eficiencia de las actividades del sector, determina los regímenes de tarifas, promueve y defiende la competencia en el sector, establece estándares técnicos y otorga concesiones, licencias y registros para la prestación de servicios.
  

111. La Constitución Política del Estado establece el dominio originario del Estado sobre el espectro electromagnético (Art. 136).  El sector está organizado en base a la Ley Nº 1.632 de 5 de julio de 1995 (Ley de Telecomunicaciones, (LT)), modificada parcialmente por las Leyes Nº 2.328 y 2.342 de 4 de febrero de 2002 y de 25 de abril de 2002, respectivamente.  La LT está reglamentada por el DS Nº 24.132 de 27 de septiembre de 1995, modificado en parte por los DS Nº 24.778, 24.995, 25.950, 26.011, 26.188 y 26.401 de 31 de julio de 1997, 30 de marzo de 1998, 20 de octubre de 2000, 1° de diciembre de 2000, 18 de mayo de 2001 y 17 de noviembre de 2001, respectivamente.  La normativa no restringe ni discrimina la inversión extranjera en el sector.

112. El DS Nº 26.005 de 30 de noviembre de 2000, complementado por el DS Nº 26.248 de 12 de junio de 2001, aprobó el plan para la apertura del mercado de telecomunicaciones.  Dicho Decreto estableció los principios generales para el desarrollo de la libre competencia y acceso a todos los sectores de telecomunicaciones, el sistema multiportador para la telefonía de larga distancia y de acceso y servicio universal (véase infra).  La LT estipula que los servicios de valor agregado no incluyen los servicios básicos de telecomunicación (Art. 2).  La Ley Nº 1.961 de 23 de marzo de 1999 declara en forma expresa los servicios de telecomunicación como de necesidad nacional y autoriza a empresas de telecomunicación con capital extranjero a operar en la franja que queda entre la frontera y los primeros 50 kilómetros de territorio boliviano.

113. La LT concedió originalmente derechos de exclusividad a ENTEL SAM para el suministro del servicio de telefonía fija de larga distancia nacional e internacional (Arts. 31 y 32), habiendo expirado éstos en noviembre de 2001.  La LT originalmente también concedió derechos de exclusividad a las cooperativas de telefonía para la provisión de telefonía fija local, los cuales también expiraron a fines de 2001 (Art. 34).

114. Bolivia promueve la competencia en el mercado de telefonía de larga distancia nacional e internacional mediante el sistema de elección del proveedor del servicio discado (multioperadores), el cual se estableció mediante el DS Nº 26.005.  Las empresas que suministren servicios en dicho mercado tienen que estar establecidas en Bolivia.
  Por otro lado, el DS Nº 24.132 prohíbe el suministro, comercialización, mercadeo y uso de los servicios de llamadas revertidas (Art. 447).

115. La SITTEL otorga concesiones, licencias o registros a los proveedores de servicios de telecomunicación.
  Las concesiones se otorgan para el suministro de servicios de telecomunicaciones al público, y tienen un plazo máximo de hasta 40 años.  La SITTEL otorga licencias para el suministro de servicios que hagan uso del espectro electromagnético.  Los registros se otorgan cuando el propietario de una red privada utiliza dicha red fuera de la oficina, predios o terrenos de su propiedad o para el suministro de servicios de valor agregado.  

116. El DS Nº 26.005 autorizó a la SITTEL a otorgar concesiones a partir de 2001 en forma directa para los servicios de telefonía local, de larga distancia nacional e internacional, de teléfonos públicos, servicios de distribución de señales, servicios de retransmisión de datos y servicios de reventa (Art. 6).  Para otorgar concesiones en forma directa se requiere una Resolución Suprema que establezca que el servicio ha de proporcionarse sin restricción en el número de proveedores.
  En el caso de los servicios anteriores esto quedó establecido por el DS Nº 26.005.  Por otro lado, la SITTEL otorga concesiones mediante licitación pública cuando así lo determinen los planes del Viceministerio de Electricidad, Energías Alternativas y Telecomunicaciones, aprobados por el Poder Ejecutivo o, cuando exista una solicitud de la parte interesada.  

117. Los contratos de concesión establecen, entre otras cosas, los requerimientos de modernización, expansión y desarrollo de la red utilizada por los proveedores y las obligaciones respecto de los servicios rurales y de interés social (LT, Art. 7).  La LT estipula que el concesionario cuya concesión se haya vencido debe transferir todas las instalaciones, equipos, obras y derechos del titular cesante al nuevo concesionario.  La transferencia se realiza mediante licitación pública y el concesionario puede participar en la licitación para renovar la concesión (LT, Art. 8).  Todos los titulares de concesiones, licencias y/o registros de servicios al público (véase infra) deben pagar una tasa de regulación a la SITTEL, para financiar las actividades de ésta, de hasta el 1 por ciento de sus ingresos brutos de operación del año anterior (LT, Art. 22).  

118. La SITTEL otorga licencias, que tienen una vigencia máxima de 20 años, para el suministro de servicios que hagan uso de las frecuencias electromagnéticas en el suministro de servicios.  Las licencias se otorgan mediante licitación pública (con la excepción de aquellas proporcionadas para las redes privadas) siempre que se cumplan los requisitos técnicos y legales y así haya sido determinado por las autoridades o cuando exista una solicitud de la parte interesada;  las licencias para las redes privadas son concedidas a solicitud de la parte, previo informe técnico-legal favorable de la SITTEL (LT, Art. 9).  Los titulares de licencias para suministrar servicios de telefonía celular deben pagar una cuota anual por el derecho al uso del espectro electromagnético, aparte del pago de la tasa de regulación.  Dicha cuota se calcula en base a cada estación radiobase terrestre en operación (Bs. 439) y a cada equipo terminal en operación (Bs. 11).  Las autoridades observaron que dichas cuotas se ajustan anualmente en función de la evolución del valor de las Unidades de Fomento a las Viviendas (UFV).  Por otra parte, el suministro de servicios de valor agregado y el uso de redes privadas fuera de los predios del propietario requieren del registro del proveedor y el mismo se actualiza cada cinco años (LT, Arts. 12 y 13).

119. El régimen de interconexión está normado por el Reglamento de Interconexión (D.S. N° 26.011).  Las autoridades observaron que el régimen de interconexión tiene como principal objetivo garantizar la interconexión eficiente de redes públicas de telecomunicaciones, apoyándose en el principio de la obligatoriedad de la interconexión, en la libertad contractual en la negociación de diferentes aspectos de la interconexión entre las partes, en la no discriminación, y en la consolidación de la intervención del ente regulador en cualquier momento de la negociación y por cualquier aspecto relativo a la interconexión.  Asimismo, manifestaron que las intervenciones del ente regulador se orientan a garantizar la interconexión y el cabal cumplimiento de la normativa vigente por parte de los operadores.  
120. Los operadores de redes públicas ponen a consideración de la SITTEL, para su aprobación, el conjunto de detalle de elementos mínimos de orden técnico, económico, comercial, jurídico y administrativo y de servicios de apoyo, denominado oferta básica de interconexión.
  La oferta básica de interconexión aprobada por la SITTEL tiene el efecto vinculante entre el operador solicitado y cualquier operador que se adhiera a la misma.  La interconexión entre las redes públicas es obligatoria y no puede ser interrumpida salvo autorización explícita, si corresponde, de la SITTEL (LT, Art. 18).  Los acuerdos de interconexión son negociados entre las partes y los mismos deben ser aprobados por la SITTEL.  En caso de que las partes no lleguen a un acuerdo, cualquiera de las partes puede solicitar a la SITTEL que determine los términos y condiciones de la interconexión, los cuales serían de cumplimiento obligatorio.  Las autoridades hicieron notar que la SITTEL ha intervenido 21 veces entre 2001 y mediados de 2005.  Los cargos de interconexión son regulados por la SITTEL y tienen un componente recurrente (por el uso de la red) y uno no recurrente (por la ampliación o mejoras a la red) que son determinados mediante la metodología de costos incrementales de largo plazo.
  La SITTEL define los cargos iniciales en los contratos de interconexión.

121. La SITTEL regula mediante precios máximos los precios de los operadores dominantes, es decir, de aquellos operadores que pueden actuar independientemente de sus competidores, clientes o proveedores debido a la ausencia efectiva de competencia en el mercado y también los cargos de interconexión mediante la regulación de cargos recurrentes y no recurrentes.
  Los precios máximos se ajustan en función de la inflación y factores de productividad en el sector, siendo estos últimos determinados por la SITTEL.
  La regulación impide el establecimiento de precios depredadores permitiéndole a la SITTEL fijar precios mínimos para evitar prácticas que restrinjan la competencia (LT, Art. 21).  Además, los descuentos por volumen de tráfico están prohibidos si tienen propósitos o efectos anticompetitivos.
  El DS Nº 24.132, por su lado, prohíbe los subsidios cruzados entre servicios (Art. 142).  En la práctica, la SITTEL ha regulado los precios tanto para aquellas que han sido declaradas de posición dominante en el mercado como para aquellas que no cumplen con los principios generales de tarifas establecidos por el DS Nº 24.132 (Art. 142).
  

122. El DS Nº 26.005 preveía la creación de un fondo para la financiación de proyectos de servicio universal en áreas urbanas y rurales (Art. 3.1).  El proyecto de creación de dicho fondo, sin embargo, se abandonó en 2003.
  Las autoridades observaron que, a partir de la apertura del mercado, los contratos de concesión suscritos para el suministro de servicios estipulan una cláusula sobre las obligaciones del servicio y el acceso universal, la cual establece porcentajes de cobertura para el suministro del servicio a partir del segundo año.

123. Bolivia tiene compromisos bajo el AGCS en los principales mercados de telecomunicaciones (cuadro AIV.6).  Se eliminaron los derechos de exclusividad (véase supra) eliminando así la legislación doméstica con dichos compromisos.  Estos garantizan el acceso al mercado para el modo dos de suministro y trato nacional para los modos uno, dos y tres de suministro.  El acceso al mercado para el suministro transfronterizo y la presencia comercial está permitido pero con algunas restricciones;  en particular, en el sector de llamadas de larga distancia no se permiten llamadas de cobro revertido y se requiere la presencia comercial para ofrecer servicios de transmisión de datos.  El trato nacional y el acceso al mercado de personas naturales extranjeras está condicionado a la existencia de un contrato de empleo con una compañía que tenga presencia comercial en Bolivia.
  Bolivia se ha adherido a tres de los principios establecidos en el Documento de Referencia (salvaguardias competitivas, la obligatoriedad de la interconexión y la disponibilidad pública del criterio para conceder licencias).

iii) Servicios financieros

124. Como proporción del PIB, el sector de servicios financieros disminuyó su participación del 5,5 por ciento en 1999 al 3,3 en 2004.
  A mayo de 2005, el sistema financiero contaba con 3,7 y 3,3 miles de millones de dólares de los EE.UU. en activos y pasivos, respectivamente.  Las autoridades bolivianas informaron que, el sistema financiero regulado por la Superintendencia de Bancos y Entidades Financieras (SBEF) cuenta con 13 bancos privados, 1 entidad financiera de segundo piso (en la cual el Estado Boliviano es socio mayoritario), 9 mutuales de ahorro y préstamo en funcionamiento, 24 cooperativas de ahorro y crédito abiertas, 6 fondos financieros privados, 2 almacenes generales de depósitos filiales de bancos, 1 empresa de arrendamiento financiero, 2 oficinas de información crediticia y 1 cámara de compensación. 

a) Servicios bancarios

Estructura del mercado

125. Medido en términos de activos y pasivos, el sistema bancario boliviano se redujo entre diciembre de 1999 y mayo de 2005.  Las autoridades señalaron que durante este período, los activos, medidos nominalmente, pasaron de Bs. 33,4 a Bs. 30,3 miles de millones (5,6 y 3,8 miles de millones de dólares de los EE.UU., respectivamente).  Por otro lado, en términos nominales, los pasivos se redujeron de Bs. 30,4 a Bs. 26,9 miles de millones (5,1 y 3,4 miles de millones de dólares de los EE.UU., respectivamente).  La participación extranjera en el sector bancario es significativa:  en mayo de 2005, 4 de los 13 bancos privados establecidos en Bolivia eran de propiedad enteramente boliviana mientras que 7 eran de propiedad mayoritaria o totalmente extranjera.  A la misma fecha, había tres sucursales de bancos extranjeros operando en Bolivia.  A mayo de 2005, cuatro bancos concentraban el 62,1 por ciento de los depósitos totales, siendo el 87 por ciento en moneda extranjera.  Asimismo, las autoridades informaron que, durante el período bajo examen, la industria manufacturera fue el sector que recibió la mayor proporción de créditos del sistema bancario (21 por ciento al 31 de mayo de 2005).

126. El Fondo de Desarrollo del Sistema Financiero (FONDESIF), bajo la tutela del Ministerio de Desarrollo Económico, fue creado como una institución descentralizada del Poder Ejecutivo con el objeto de ampliar la base patrimonial de las entidades del sistema financiero y aumentar la disponibilidad de recursos financieros del sector productivo boliviano.  El FONDESIF concede préstamos para incrementar la cartera a entidades financieras sin licencia de funcionamiento (por ejemplo, las asociaciones que otorgan microcréditos), proporciona asistencia técnica y da apoyo a estudios.  La Nacional Financiera Boliviana (NAFIBO) es una sociedad de economía mixta entre el Estado boliviano y la Corporación Andina de Fomento que orienta sus recursos al financiamiento de la mediana empresa consolidada, la gran empresa como banco de segundo piso y a través del sistema de intermediación financiera en general.  

127. Entre julio de 2002 y octubre de 2003, el sistema financiero se contrajo en términos de activos y pasivos.  En tres oportunidades (julio-agosto de 2002, febrero de 2003 y octubre de 2003), se produjeron retiros masivos de depósitos.  Un cuarto retiro masivo de depósitos tuvo lugar en junio de 2005.  Al respecto, las autoridades recalcaron que en cada caso el origen de la desconfianza de los depositantes fue ajeno a las actividades del sistema financiero.  Subrayaron también que la incertidumbre y desconfianza que provocaron los eventos en el ámbito político y social no condujeron al sistema hacia una crisis financiera.  En su opinión, un sistema financiero sólido, con una reserva de liquidez adecuada, lo impidió.   

128. El alto costo del crédito ha sido identificado como uno de los problemas que enfrentan la mayoría de las empresas bolivianas.
  Las autoridades informaron que durante 2002 y 2003, implementaron un plan de reactivación económica que, en parte contempló la reprogramación de los préstamos morosos por un total de 859,6 millones de dólares de los EE.UU. a fines de 2003.  Los sectores que se acogieron a dicha reprogramación fueron principalmente la manufactura agropecuaria, el comercio agropecuario y la construcción.  Asimismo, las autoridades informaron que a 2003, la reprogramación sólo había conseguido un alivio temporal, el cual no había logrado que dichas empresas se recuperaran económicamente.  

Marco regulatorio

129. El Sistema de Regulación Financiera (SIREFI), bajo la supervisión del Ministerio de Hacienda, fue creado por la Ley Nº 2.427 de 28 de noviembre de 2002.  El SIREFI está compuesto por la Superintendencia General (SG), la Superintendencia de Bancos y Entidades Financieras (SBEF), la Superintendencia de Pensiones, Valores y Seguros (SPVS) y la Superintendencia de Empresas (SE), y regula, controla y supervisa las actividades, personas y entidades relacionadas con el Seguro Social Obligatorio de largo plazo, Bancos y Entidades Financieras, Entidades Aseguradoras y Reaseguradoras, Mercado de Valores y Empresas, en el ámbito de su competencia.  La SG tiene la competencia privativa e indelegable para conocer y resolver los recursos jerárquicos contra las resoluciones de la SBEF.  

130. La SBEF tiene competencia privativa e indelegable para emitir regulaciones prudenciales, controlar y supervisar las actividades, personas y entidades relacionadas con la intermediación financiera y servicios auxiliares financieros.  Las actividades de la SBEF están reglamentadas por el DS Nº 22.203 de 26 de mayo de 1989 y la Ley Nº 2.297 de 20 de diciembre de 2001.  La SBEF administra también la Central de Información de Riesgos, la cual determina las condiciones de riesgo relacionadas al créditos personal y corporativo en Bolivia.  La SBEF cuenta con el Sistema de Central de Información de Riesgo Crediticio (CIRC), que es una base de datos que consolida la información que proporcionan las entidades financieras, con relación a sus operaciones crediticias. Este sistema genera información a nivel individual, sobre el endeudamiento de personas naturales y jurídicas en una entidad y en el sistema, así como información agregada respecto del volumen total de créditos otorgados por las entidades financieras en su conjunto.
131. Existe una Recopilación de Normas para Bancos y Entidades Financieras que contiene la compilación temática de toda la normativa vigente emitida desde 1987, la cual es actualizada permanentemente.  Las autoridades informaron que dicha Recopilación incorpora, entre otras cosas, las recomendaciones del Comité de Basilea sobre la supervisión del sistema bancario.  

132. Las actividades de intermediación financiera y de prestación de servicios auxiliares financieros se encuentran sujetas al ámbito de aplicación de la Ley de Bancos y Entidades Financieras (LBEF), Texto Ordenado de la Ley 1488 de 14 de abril de 1993, aprobada mediante Decreto Supremo Nº 26.851 de 3 de abril de 2002.  La LBEF define cuales son las actividades de intermediación financiera y de servicios auxiliares del sistema financiero, asimismo establece que las mismas serán realizadas por las entidades financieras autorizadas por la SBEF.  La LBEF establece los lineamientos generales para la constitución de entidades financieras, capital y reservas, operaciones permitidas, encaje legal, limitaciones y prohibiciones.
133. Las entidades financieras bancarias, con excepción de las sucursales, tienen que constituirse como sociedades anónimas (LBEF, Art. 9).  Los bancos constituidos en el extranjero que soliciten instalar una sucursal deben cumplir con los mismos requisitos con que deben cumplir los bancos establecidos en Bolivia y proporcionarle adicionalmente a la SBEF la autorización de operación en el país de origen, una copia legalizada de los documentos de constitución, acta o resolución autorizando las operaciones en Bolivia, asignación y radicación en Bolivia del capital mínimo y el balance y los estados financieros auditados del banco en la última gestión (LBEF, Art. 17).  Las solicitudes de bancos extranjeros para operar negocios en Bolivia están sujetas a la verificación por parte de la SBEF de que las condiciones de otorgamiento de licencias en el país de origen sean como mínimo lo exigido por la LBEF.  La LBEF ofrece trato nacional a empresas extranjeras que establezcan filiales en Bolivia, siendo los requisitos para establecer una filial de dueños extranjeros los mismos que se exigen a los bancos bolivianos.  Los bancos extranjeros constituidos y radicados fuera de Bolivia pueden operar mediante oficinas de representación y éstos sólo pueden realizar actividades de promoción de servicios financieros y negocios, previa autorización de la SBEF (LBEF, Art. 19). 

134. La LBEF requiere un mínimo de cinco personas naturales o jurídicas para poder constituir un banco (LBEF, Art. 11).  Así, un banco extranjero no puede establecer filiales en Bolivia por sí mismo.  Los socios fundadores que sean personas jurídicas constituidas fuera de Bolivia están sujetas a lo dispuesto para las sociedades constituidas en el extranjero en lo que respecta al registro y comienzo operaciones en Bolivia (LBEF, Art. 11) (véase también el capítulo III 4)).  

135. El capital mínimo integrado requerido para los bancos es el equivalente en Bolivianos a 5,5 millones de derechos especiales de giro (DEG).
  Todos los bancos deben constituir un fondo de reserva legal para cubrir pérdidas eventuales hasta que éste alcance el 50 por ciento del capital pagado (LBEF, Art. 26).  Para constituir dicho fondo los bancos deben destinar por lo menos el 10 por ciento de sus utilidades líquidas anuales.  

136. Las entidades financieras están facultadas para contraer créditos u obligaciones con otras entidades bancarias y financieras del extranjero (LBEF, Art. 38).  Los bancos pueden conceder o mantener créditos con un prestatario o un grupo prestatario que en su conjunto no exceda el 20 por ciento de su patrimonio neto.  En el caso de entidades financieras no bancarias, éstas no pueden conceder o mantener créditos con un prestatario o grupo prestatario por más del 3 por ciento de su patrimonio neto.  Los créditos de vivienda destinados a un prestatario o grupo de prestatarios, no podrán exceder del 5 por ciento del patrimonio neto de la entidad financiera (este límite podría alcanzar el 10 por ciento previa autorización de la SBEF).  En todo momento, los bancos tienen que mantener un patrimonio neto equivalente al 10 por ciento del total de sus activos o contingentes, ponderados en función de sus riesgos.  Los bancos no pueden ser ni socios ni accionistas de empresas no financieras.  La LBEF permite que los bancos inviertan hasta el 40 por ciento de su patrimonio neto fuera de Bolivia.  

137. A julio de 2005, Bolivia no poseía un sistema de seguros de depósitos pero un Proyecto de Ley para la creación de un Fondo de Garantía de Depósitos se hallaba en estudio.
138. La Ley Nº 2.646 de 1º de abril de 2004, regulada por el DS Nº 27.566 de 11 de junio de 2004, estableció un impuesto transitorio a las transacciones financieras por 24 meses a partir de la puesta en vigencia de la Ley (1º de julio de 2004).  La Ley grava las transacciones al 0,3 por ciento (el primer año) y al 0,25 por ciento (el segundo año).  Las operaciones gravadas son los créditos y débitos de cuentas corrientes y cajas de ahorros en entidades regidas por la LBEF, las entregas o recepciones de fondos o de terceros que conformen un sistema de pagos en Bolivia o en el extranjero sin intervención de una entidad regida por la LBEF y ciertas operaciones no efectuadas a través de cuentas corrientes o cajas de ahorro (Art. 2).  Los créditos y débitos de cuentas de ahorro de personas naturales en Bolivianos están exentas del pago del impuesto al igual que las cuentas de ahorro en moneda extranjera que tengan un saldo igual o menor a 1.000 dólares de los EE.UU. antes del abono o débito de la cuenta (Art. 9).  
139. Bolivia tiene compromisos en servicios bancarios en el marco del AGCS.  Estos garantizan el acceso al mercado y el trato nacional para la presencia comercial en Bolivia.  Asimismo, la presencia de personas físicas se encuentra condicionada a la existencia de un contrato de la empresa con presencia comercial en Bolivia.  Bolivia no adquirió compromisos en los modos de suministro uno y dos, ni en el acceso al mercado ni en el trato nacional.

140. La SBEF tiene firmado un Acuerdo para la supervisión consolidada con la Superintendencia de Bancos de la República de Panamá y tres Memorandos de Entendimiento, con la Superintendencia de Bancos de la República de Guatemala, con la Superintendencia de Banca y Seguros del Perú y con la Superintendencia de Bancos y Otras Instituciones Financieras de la República Bolivariana de Venezuela.
  Estos convenios tienen el objetivo de establecer las pautas generales para la supervisión conjunta entre las agencias reguladoras, el intercambio de información y el establecimiento de entidades bancarias transfronterizas entre Bolivia y cada país signatario, incluyendo filiales y sucursales.  

b)
Seguros

Estructura del mercado

141. A principios de 2005 operaban 14 compañías de seguros constituidas en Bolivia y autorizadas por la Superintendencia de Pensiones, Valores y Seguros (SPVS), de las cuales 6 eran de seguros personales (1 de capital íntegramente extranjero, 3 con participación extranjera y 2 de capital boliviano), 8 empresas de seguros en general (5 con participación extranjera y 3 de capital nacional).  A la fecha existían también 38 reaseguradoras extranjeras registradas para recibir reaseguros de las compañías establecidas, 27 corredores de seguros nacionales registrados y autorizados, de los cuales 3 también de reaseguros, y 19 corredores de reaseguros extranjeros.
  Las autoridades observaron que no existen restricciones a la participación del capital extranjero, y que en las compañías de seguros y reaseguros con participación de capital extranjero, la proporción de esta participación varía entre el 5 y el 85 por ciento. 
142. Las autoridades informaron que el total de primas pagadas aumentó en un promedio anual de 19,4 por ciento entre 2000 y 2004 llegando a los 159 millones de dólares de los EE.UU.  Las primas netas retenidas (primas totales suscritas menos primas cedidas a reaseguro) también aumentaron en un promedio anual del 9,8 por ciento para llegar a los 79 millones de dólares de los EE.UU.  

143. Como proporción del valor total de las primas en 2004, los primas por seguros de vida alcanzaron el 4,8 por ciento mientras que las primas por seguros de incendios y aliados representaron el 12,4 por ciento, por seguro automotor el 9,9 por ciento, por riesgo común el 14,9 por ciento y por riesgo profesional el 15 por ciento.
  Entre las primas pagadas por seguros en general en 2004, las de mayor crecimiento fueron aquellas pagadas para transporte y responsabilidad civil (20 y 17 por ciento, respectivamente) mientras que del total de las primas de seguro personal las de mayor crecimiento el mismo año fueron las primas de seguros de defunción y seguros vitalicios (197 y 344 por ciento, respectivamente).

Marco regulatorio

144. El Viceministro de Servicios Financieros y Sociedades Comerciales, adjunto al Ministerio de Hacienda, es el encargado de formular, proponer y evaluar la política pública del sector.
  La Superintendencia General de la SIREFI, creada mediante la Ley Nº 1.864 de 15 de junio de 1998
 supervisa y controla las actividades de la SPVS (véase supra).  La SPVS supervisa todos los aspectos regulatorios de la actividad del sector, incluyendo la concesión, modificación y revocación de las autorizaciones para operar, autoriza fusiones, supervisa la conformación de los márgenes de solvencia y reservas técnicas y aplica sanciones en caso de ser necesario.
  A partir de 2002, la SPVS tiene la competencia privativa e indelegable para emitir regulaciones prudenciales para el sector de seguros y reaseguros.  

145. El sector de seguros está organizado en base a la Ley Nº 1.883 de 25 de junio de 1998 (Ley de Seguros, LS), la cual está reglamentada por el DS Nº 25.201 de 16 de octubre de 1998.  La LS, en conjunción con el DS Nº 25.201, regula la actividad aseguradora, reaseguradora, de intermediarios, auxiliares y entidades de prepago con el objetivo de que se mantenga la credibilidad, solvencia y transparencia en el mercado (Art. 4).  La LS permite tres modalidades de seguros, a saber, seguros de personas, seguros generales y seguros de fianza, siendo las operaciones de seguros de personas excluyentes respecto a los seguros generales y de fianza (Art. 6).  La LS también establece el seguro obligatorio de accidentes de tránsito (Art. 37).  La LS proporciona trato nacional a los inversionistas extranjeros en el sector.
146. La LS obliga a las personas naturales o jurídicas domiciliadas en Bolivia a contratar seguros con empresas que estén constituidas en Bolivia (Art. 3).  La regulación vigente permite la contratación de seguros de transporte marítimo, fluvial, lacustre, terrestre y aéreo en Bolivia.  Las empresas aseguradoras y reaseguradoras deben constituir reservas especiales parar riesgos "catastróficos", cuando sea pertinente, y las mismas pueden ser exigidas por la SPVS si ésta así lo determina.
  
147. Todas las empresas aseguradoras y reaseguradoras, nacionales y extranjeras, que ofrezcan servicios en Bolivia tienen que constituirse como sociedades anónimas en Bolivia para luego solicitar la autorización a la SPVS para comenzar sus actividades.  Sin embargo, las autoridades hicieron notar que en virtud del Art. 7 de la LS y el Art. 5 del Código de Comercio las reaseguradoras extranjeras podían ofrecer servicios en Bolivia, bajo las modalidades de comercio transfonterizo y consumo en el exterior, sin estar constituidas en Bolivia, previo registro con la SPVS.  También indicaron que las empresas aseguradoras pueden contratar libremente reaseguros fuera de Bolivia (LS, Art. 13) con reaseguradoras cuya calificación internacional de riesgo sea igual o superior a BBB y se encuentren supervisadas en el país de origen (LS, Art. 44).

148. Las empresas de seguro extranjeras se pueden establecer en Bolivia solamente a través de una filial constituida como sociedad anónima.  Aparte de los requisitos estándares necesarios para la constitución de una sociedad anónima (véase el capítulo III 4)) la LS exige un estudio de factibilidad técnica y económica, un proyecto de escritura de constitución, documentos de antecedentes personales que certifiquen la solvencia fiscal y declaración patrimonial de los socios, los documentos de la constitución social y los registros correspondientes y los contratos individuales de suscripción de acciones (Art. 8).  
149. Las empresas corredoras de seguros y reaseguros deben constituirse como sociedades anónimas o de responsabilidad limitada en el primer caso y exclusivamente como sociedades anónimas en el segundo caso (LS, Art. 21).  Las autoridades observaron que las empresas de seguros o reaseguros deben dedicarse exclusivamente a proveer seguros en una de las siguientes modalidades:  seguros generales, seguros de fianzas o seguros de personas.  La modalidad de seguros de personas es excluyente de la de seguros generales y fianzas.  Las entidades de servicios prepago de índole similar al seguro únicamente pueden ser operadas por entidades de giro exclusivo o bajo la modalidad de seguros de personas (LS, Art. 6).  Los extranjeros que no tengan residencia definitiva en Bolivia no pueden ofrecer servicios de agentes de seguro (LS, Art. 20).  Las autoridades también notaron que los seguros de salud pública están a cargo del Estado.
150. Toda empresa de seguros, reaseguros o seguros de fianza debe constituir y mantener un capital mínimo pagado en Bolivianos equivalente a 750.000 DEG (LS, Art. 29).  Los corredores de seguros y reaseguros deben constituir un capital mínimo suscrito y pagado equivalente al 2,5 y 5 por ciento, respectivamente requerido tanto para las aseguradoras como las reaseguradoras (LS, Art. 29).  Las empresas de seguro y reaseguro deben constituir y mantener, en adición, al menos cuarto reservas más (reserva matemática, reserva para riesgos en curso, reserva para siniestros pendientes y reserva para primas por cobrar).  El valor de dichas reservas depende del valor del flujo de ingresos y gastos de cada empresa.
  Los corredores de seguros y reaseguros establecidos en Bolivia deben además contar con una póliza de errores y omisiones por la suma de 1 y 2 millones de dólares de los EE.UU., respectivamente.
151. Las empresas de seguros y reaseguros deben realizar inversiones mediante mecanismos bursátiles, sin restricciones, excepto que estas inversiones no pueden ser más del 5 por ciento en valores de emisores vinculados con la entidad aseguradora, no más del 10 por ciento en valores de renta fija de una empresa o grupo de empresas vinculadas entre sí, no más del 20 por ciento de las inversiones en un solo emisor y no más del 20 por ciento del patrimonio de un mismo emisor (LS, Art. 35).  El Banco Central de Bolivia fija periódicamente el límite máximo para inversiones en valores de emisores constituidos fuera de Bolivia, el cual no puede ser más del 50 por ciento de los recursos para la inversión (LS, Art. 35).

152. Las empresas aseguradoras y reaseguradoras pueden establecer libremente sus tarifas (LS, Arts. 13 y 15).  Las pólizas emitidas por las aseguradoras y las reaseguradoras, deben ser registradas en la SPVS, y son supervisadas por esta última (LS, Art. 43).  Las autoridades observaron que se regulan los contratos de seguros parar establecer equidad entre las empresas aseguradoras y los asegurados, tomadores y beneficiarios de seguros.

153. Las aseguradoras que administran seguros generales y seguros de fianza deben aportar mensualmente no más del 2 por ciento de las primas netas producidas para el financiamiento de las operaciones de la SPVS.
  De la misma forma, las aseguradoras que administran seguros de accidentes de personas, seguros de salud y prepago, independientemente de ser aseguradoras de personas o generales, deben aportar no más del 2 por ciento de las primas netas producidas mensualmente mientras que los seguros provisionales y el seguro obligatorio de accidentes de tránsito aportan no más del 1 por ciento de las primas netas producidas.
154. Bolivia tiene compromisos en el sector de seguros en el marco del AGCS.  Estos proporcionan acceso al mercado y trato nacional para los servicios de reaseguro para los modos de suministro uno y dos.  Para los servicios de intermediación de reaseguros se proporciona acceso al mercado para el suministro transfronterizo, el consumo en el extranjero y la presencia comercial mientras que se le proporciona acceso al mercado para la presencia comercial de intermediadores de seguros.  Para la investigación, ajuste y liquidación de siniestros relacionados al suministro de seguros, se garantiza el acceso al mercado en todos los modos de suministro y el trato nacional para los modos uno y dos.

c)
Valores

155. El sector de valores cuenta con 15 fondos de inversión administrados por propietarios bolivianos, 6 sociedades administradoras de fondos de inversión de capital boliviano, 3 sociedades de titularización de capital boliviano, 68 empresas inscritas en la Bolsa Boliviana de Valores (BBV), de las cuales 12 tienen participación extranjera (empresas capitalizadas o privatizadas) y 8 agencias de bolsa.  El monto total negociado en la BBV creció significativamente durante 1999-01 habiendo decrecido sostenidamente hasta llegar a los 1.317 millones de dólares de los EE.UU. en 2004 (entre 1999 y 2004, dicho monto se contrajo en un promedio anual del 5 por ciento).  Las autoridades observaron que dicha contracción estuvo asociada a los problemas de inestabilidad política durante 2002-04.  Las autoridades también observaron que el mercado de valores boliviano es esencialmente de títulos de deuda.  

156. El Viceministro de Servicios Financieros y Sociedades Comerciales, adjunto al Ministerio de Hacienda, es el encargado de formular, proponer y evaluar la política pública del sector.  Dentro de los objetivos enmarcados por el documento Bases para la Estrategia Boliviana de Desarrollo se encuentra el mejoramiento del funcionamiento de la bolsa de valores.
  La SPVS es la agencia encargada de supervisar y regular el funcionamiento del mercado de valores (véase supra).
157. La Ley Nº 1.834 de 31 de marzo de 1998, modificada por la Ley Nº 2.064 de 3 de abril de 2000, regula el mercado de valores de Bolivia, contiene disposiciones sobre las funciones, obligaciones y constitución de los agentes y norma el funcionamiento y atribuciones de la SPVS.  Asimismo, la Ley Nº 1.834 determina qué constituye oferta pública, tipificando los valores y determinando sus formas de representación.  La Ley Nº 1.834 proporciona acceso al mercado de valores boliviano a inversores extranjeros, los cuales tienen que registrarse en el Registro del Mercado de Valores (RMV) dependiente de la SPVS.  La Ley Nº 1.834 permite la participación de fondos de inversión constituidos fuera de Bolivia en el mercado de valores nacional (Art. 91).  La autorización e inscripción de valores extranjeros está sujeta a las normas específicas que al efecto emita la SPVS.
  Las empresas extranjeras que deseen participar en la BBV deben inscribirse en el RMV a través de una sucursal y presentar, entre otras cosas, una certificación emitida por las autoridades competentes del país en que se encuentre la casa matriz de la empresa aclarando que la misma no se encuentra en proceso de quiebra.

158. Existen limitaciones a la inversión para los fondos de inversión fuera de Bolivia.
  En particular, los recursos que provengan de las fondos individuales de retiro administrados por las Administradoras de Fondos de Pensiones tienen que ser invertidos en instrumentos financieros fuera de Bolivia por un valor mínimo del 10 por ciento del valor del fondo y no más del 50 por ciento del mismo.
  Dichos instrumentos de inversión tienen que contar con una calificación mínima de riesgo.  En general, los fondos de inversión pueden invertir en el extranjero hasta el 20 por ciento del total de su cartera.

159. Bolivia tiene compromisos en el sector de valores en el marco del AGCS.  Bolivia proporciona trato nacional, con algunas restricciones de acceso al mercado, para la presencia comercial de empresas en el sector de valores relacionadas al intercambio comercial, la participación de emisiones, servicios de asesoramiento, servicios de pago y compensación y análisis de riesgo y crédito.

160. La SPVS firmó un acuerdo de cooperación con la Corporación Andina de Fomento para mejorar el sistema de información de los mercados de valores de la región andina.
  

iv) Transporte

161. Como proporción del PIB, el sector de transporte aumentó levemente su aportación del 8,9 por ciento en 1999 al 9,4 por ciento en 2003.
  El empleo estimado del sector, como proporción del empleo total, se redujo ligeramente del 4,2 al 3,8 por ciento durante el mismo período.  El sector aumentó su captación de la inversión pública para llegar al 40,7 por ciento de ésta en 2003.  En 2004, el sector generó el 8,5 por ciento del PIB y el 43,9 por ciento de la inversión pública.

162. El costo total del transporte de mercancías, como proporción del valor (c.i.f.) de las importaciones, en Bolivia es el más alto en Sudamérica.
  Un estudio mostró que el sistema de transporte boliviano tiene algunas limitaciones que impiden establecer conexiones con los países vecinos y principales socios comerciales de Bolivia (fundamentalmente Brasil) reduciendo así la competitividad de sus productos.
  En general, el 63 por ciento de los caminos son de tierra lo que contribuye a aumentar el costo de transporte por kilómetro.
  Durante 2000-05, el transporte terrestre fue el medio más importante para el transporte interno y externo de cargas y pasajeros.

163. El transporte fluvial en Bolivia se limita al transporte a través de ríos y lagos (fundamentalmente el lago Titicaca).  El transporte por ríos cubre dos ejes, uno de norte a sur (Ichilo-Mamoré), por el cual fluye el mayor movimiento de carga a nivel doméstico, y el otro mediante el cual se accede a la Hidrovía Paraguay-Paraná.  A principios de 2005, la infraestructura portuaria para el acceso a la Hidrovía parecía no ser suficiente, a pesar de lo cual el valor de las exportaciones por transporte fluvial aumentaron a más del triple durante 1999-03 para llegar a los 228,9 millones de dólares de los EE.UU.

a) Transporte aéreo
164. Según las estadísticas oficiales, el flujo total de pasajeros transportados por vía aérea nacional e internacional en Bolivia durante 2000-04 aumentó en un promedio anual del 9,9 por ciento para llegar a los 2,3 millones luego de una caída significativa entre 1999 y 2000.
  Durante 2000-04, la proporción de vuelos internacionales se mantuvo estable alrededor del 37 por ciento.  El volumen de carga en vuelos nacionales e internacionales aumentó en un promedio anual del 5 por ciento durante el mismo período, siendo la mayoría de éste carga internacional.  A principios de 2005, Bolivia contaba con cinco aerolíneas de propiedad privada boliviana (Aeroeste, Amaszonas, Lloyd Aéreo Boliviano, SAVE y Aerosur) y dos de propiedad pública boliviana (Transporte Aéreo Militar y Transportes Aéreos Bolivianos).  
165. Bolivia cuenta con 37 aeropuertos siendo tres internacionales:  El Alto, Jorge Wilstermann y Viru-Viru (en La Paz, Cochabamba y Santa Cruz respectivamente).
  Estos, además, son los principales aeropuertos en Bolivia en términos del flujo tanto de vuelos como de pasajeros.  La administración de los tres aeropuertos principales fue licitada en 1997, por un plazo de 25 años, a Servicios de Aeropuertos Bolivianos S.A. (SABSA), una empresa subsidiaria de la compañía Airport Group Internacional.
  El resto de los aeródromos son administrados por la Administración Autónoma de Servicios Auxiliares y Navegación Aérea (AASANA), la cual es regulada por la Superintendencia de Transportes (ST).  La ST también regula las tarifas y servicios dispensados en los aeropuertos.
166. Las autoridades observaron que el Viceministro de Transportes, dependiente del Ministerio de Servicios y Obras Públicas, está a cargo de proponer políticas, reglamentos e instructivos para promover y regular el desarrollo del transporte aeronáutico civil y comercial en Bolivia.  Por otro lado, el Comité Nacional para la facilitación del transporte y el comercio internacional, creado por el DS Nº 28.124 de 17 de mayo de 2005, tiene el objetivo de promover a través de la coordinación institucional la facilitación de las formalidades y procedimientos utilizados en el transporte internacional.  En particular, se encuentra facultado para hacer recomendaciones al Gobierno sobre políticas de desarrollo e inversión para el sector.  A julio de 2005, el Comité aún no había realizado ninguna sugerencia de política pública.

167. La ST, creada mediante el DS Nº 24.178 de 8 de diciembre de 1995 enmendado por el DS Nº 24.753 del 31 de julio de 1997, regula las actividades del sector del transporte aéreo.  La ST forma parte del SIRESE (véase supra) y está encargada, entre otras cosas, de hacer cumplir la normativa vigente, otorgar certificaciones y permisos de operación, licencias aeronáuticas, declarar y disponer la caducidad de dichos certificados y permisos y aplicar sanciones establecidas en la normativa vigente.
  La normativa técnica del sector la establece la Dirección General de Aeronáutica Civil de Bolivia (DGAB). 

168. El sector se encuentra organizado en base a la Ley Nº 2.902 de 29 de octubre de 2004 (Ley de Aeronáutica Civil, LAC).  Las autoridades aclararon que, a julio de 2005, la reglamentación de la LAC se hallaba en estudio.  La LAC establece las bases jurídicas para la actividad del sector incluyendo, entre otros, la circulación aérea, la normativa general para la operación de aeródromos y aeropuertos, el tipo de aeronaves, el Registro Aeronáutico Nacional (RAN), el personal que trabaje en el sector y las responsabilidades en caso de accidentes.  La LAC estipula que las actividades aeronáuticas civiles y comerciales sean ejercidas prioritariamente por el sector privado (Art. 3).  
169. Para comenzar operaciones es necesario obtener de la ST, en este orden, un Certificado de Operador Aéreo, un Permiso de Operación y una Autorización de Operaciones, los cuales están sujetos al pago del derecho de inscripción que son mayores para los operadores extranjeros que para los operadores bolivianos.
  La DGAB concede el Certificado previa revisión detallada para establecer que la nave esté debidamente equipada y que pueda realizar una operación segura de acuerdo a la normativa vigente.  La DGAB otorga los Permisos a las empresas que hayan obtenido previamente el Certificado por un plazo no mayor a los cinco años y que hayan cumplido con la regulación técnica y legal requerida.  La inscripción en el RAN está sujeta a un pago por el derecho a inscripción, el cual es utilizado para financiar el Fondo Nacional de Aeronáutica, creado por el DS Nº 11.135 de 16 de noviembre de 1973.  Dicho fondo es administrado por el Viceministerio de Transporte y se utiliza para mejorar los servicios prestados por los organismos públicos de aeronáutica.

170. La LAC estipula que las empresas que proporcionan servicios de transporte aéreo interno o internacional tienen que estar constituidas en Bolivia y tener domicilio permanente, y oficina principal en Bolivia;  realizar inversiones "significativas" en Bolivia y al menos el 85 por ciento del personal de planta contratado debe ser boliviano;  acreditar permanentemente solvencia económica y demostrar capacidad técnica y operativa (Art. 91).  La LAC estipula también que cualquier acuerdo entre empresas con los debidos Certificado y Permiso de operaciones debe ser aprobado por la ST en coordinación con la DGAB (Arts. 96 y 99).

171. La LAC reserva la explotación de los servicios de transporte aéreo interno a personas naturales o jurídicas de nacionalidad boliviana, con domicilio en Bolivia (Art. 90).  La empresa LAB, que estuvo en poder de la empresa brasileña VASP hasta 2000, nunca dejó de ser considerada como una empresa boliviana para los efectos de la normativa prevaleciente.
  

172. La Ley Nº 1.600 concede a las distintas Superintendencias del SIRESE la facultad para aprobar los precios y tarifas de los servicios en los respectivos sectores (Art. 10).  El DS Nº 24.753 de 31 de julio de 1997 estipula específicamente que la Superintendencia del SIRESE aprueba y controla los precios y tarifas máximos aplicables a los servicios de transporte (Art. Único).  Las tarifas del transporte aéreo nacional se encuentran fijadas por la Resolución Administrativa Nº 57 de 5 de diciembre de 2000.  El EPC de Bolivia en 1999 mencionaba que las compañías extranjeras aplicaban tarifas preferenciales a las exportaciones, excepto en minería e hidrocarburos (capítulo IV 5) iv)).  Las autoridades observaron que no existe una política pública de otorgar preferencias en el costo del transporte a las exportaciones.  Sin embargo, existe información de que el costo de transporte de las exportaciones puede ser menor en la práctica que el de las importaciones.

173. La Ley Nº 1.141 de 23 de febrero de 1990 estableció un Impuesto a las Salidas Aéreas al Exterior (Art. 22).  Dicho impuesto, en 2005, grava cada salida aérea al exterior con Bs. 161 (actualizada cada primero de enero).
  El DS Nº 24.718 de 22 de julio de 1997 dispone que los operadores con autorización para prestar servicios aeronáuticos deben pagar trimestralmente una tasa de regulación del 0,45 de sus ingresos si proporcionan servicios internacionales, pago que se utiliza para financiar las actividades de la ST y del SIRESE (Art. 11).  

174. La construcción, explotación, operación, equipamiento y conservación de los aeródromos públicos o privados, incluyendo los aeropuertos internacionales, puede ser efectuada por personas naturales o jurídicas, públicas o privadas (LAC, Art. 22).  La ST otorga concesiones por 40 años a personas bolivianas o extranjeras, relacionadas a la prestación de servicios aeroportuarios en los aeródromos administrados por la AASAN, previo informe de la DGAB y la AASAN.
  La LAC permite las zonas francas en los aeropuertos y la administración de las mismas recae en la AASAN o la SABSA, según corresponda. 

175. La ST estableció un régimen de tarifas para los servicios aeroportuarios aplicables en todos los aeropuertos y aeródromos en Bolivia mediante la Resolución administrativa Nº 26 del 16 de diciembre de 1998.  Subsecuentemente, la ST aprobó un régimen de tarifas para los servicios de aterrizaje y de pasajeros prestados por la SABSA.
  Todos los titulares de servicios aeroportuarias pagan una tasa de regulación a la ST trimestralmente equivalente al 0,8 por ciento de sus ingresos brutos para financiar las actividades de la ST y el SERESE en general.

176. Bolivia ha firmado 17 acuerdos y convenios bilaterales con:  EE.UU. (1948), el Brasil (1951), el Paraguay (1958), el Perú (1960), la Argentina (1966), la República Federal de Alemania (1968), España (1974), el Uruguay (1975), Venezuela (1990), Panamá (1985), el Ecuador (1991), México (1993), Chile (1993), Cuba (1994), Costa Rica (1995), Suiza (1997) y Aruba (2001).
  Bolivia es  también signatario del Convenio de Chicago de 1994.

177. Las autoridades informaron que, a nivel regional, Bolivia se adhirió a la Decisión Nº 582 de la Comunidad Andina de Naciones (CAN), y al Acuerdo sobre servicios aéreos subregionales entre los países del MERCOSUR, Bolivia y Chile suscrito en 1996 (Acuerdo de Fortaleza), y ratificado mediante la Ley Nº 1.886 de 15 de junio de 1998.  La Decisión 582 establece los lineamientos generales de la política de transporte aéreo en la CAN.  En particular, dicha Decisión establece que los países miembros de la CAN proporcionan trato nacional a las aerolíneas de los otros países miembros de la CAN y que los países han de adecuar sus acuerdos bilaterales u otros instrumentos similares con el propósito de garantizar que el intercambio comercial responda a los intereses comunitarios y garanticen la calidad y eficiencia en la prestación del servicio.  Bolivia no tiene compromisos en transporte aéreo en el contexto del AGCS.  

b)
Transporte terrestre 
178. El transporte terrestre se lleva a cabo mediante dos redes ferroviarias (Red Andina y Red Oriental) y la red de carreteras y caminos.  A 2003, la Red Andina contaba con 2.277 kilómetros, la Red Oriental con 1.414 kilómetros y la red de carreteras y caminos con 61.021 kilómetros (7 por ciento pavimentada).  Los índices de cantidad de transporte tanto ferroviario como carretero aumentaron durante 1999-03.
  Bolivia participa de los esfuerzos por crear corredores de transportación regionales a través de la Integración de la Infraestructura Regional Sudamericana.  
179. El Viceministro de Transportes, adscrito al Ministerio de Servicios y Obras Públicas, establece la política pública para el sector de transporte terrestre.
  En particular, éste está encargado de promover la construcción, mantenimiento y rehabilitación de la infraestructura caminera, ferroviaria y registrar a los operadores del sector.  A 2002, los objetivos de la política pública en el sector buscaban integrar el territorio boliviano, disminuir en general los costos del transporte, mejorar las exportaciones, disminuir los fletes, prestar servicios de transporte a terceros países, mejorar la infraestructura vial y preservar el medio ambiente.
  
180. Existen varias agencias que supervisan las actividades del sector.  La ST es la agencia encargada de hacer cumplir la normativa vigente concerniente al transporte terrestre (véase supra).  El Sistema Nacional de Caminos, por su parte, reglamentado por el DS Nº 26.336 de 29 de septiembre de 2001, administra la principal red de caminos de Bolivia (Red Fundamental).  Los otros dos componentes de la red vial, la red departamental y la red municipal, son administrados por las prefecturas departamentales y los municipios, respectivamente.
181. Bolivia no cuenta con una ley general de transporte pero posee varias normativas que regulan la actividad.  El transporte por ferrocarriles está regulado por la Ley General de Ferrocarriles (LGF) de 3 de octubre de 1910 y el DS Nº 24.179 de 8 de noviembre de 1995 (Reglamento de la prestación del servicio público ferroviario en el marco legal establecido por la Ley SIRESE).  El DS Nº 25.134 de 31 de agosto de 1998 reglamenta la administración del Sistema Nacional de Carreteras, constituido por la red fundamental, la red departamental y la red municipal.  
182. Todos los ferrocarriles destinados al uso público deben contar con la autorización del Poder Ejecutivo y las empresas que proporcionan el servicio deben tener domicilio legal en Bolivia (LGF, Arts. 3 y 33).  La ST otorga las concesiones para la prestación del servicio público ferroviario por un plazo máximo de 40 años.  Si existiese más de una solicitud para una concesión la misma es concedida mediante licitación pública internacional.
  Si la concesión vence o caduca el concesionario cesante debe transferir todos los bienes y activos de su propiedad que afecten el servicio público ferroviario al nuevo concesionario.
  
183. El DS Nº 24.179 estipula que la ST otorga licencias a los concesionarios para utilizar, administrar y explotar los bienes relacionados al servicio ferroviario, las cuales no pueden exceder el plazo por el que se concedió la concesión (Arts. 1 y 40).  La ST publica también un extracto de la solicitud de licencia y de existir más de una solicitud para la licencia, la misma se otorga mediante licitación pública en forma conjunta con una concesión.  Si la licencia vence o caduca todos los bienes y activos que afecten al servicio público ferroviario tienen que ser traspasados al titular de la nueva licencia.
184. Las tarifas aplicadas por los ferrocarriles están sujetas a la aprobación de la ST.
  Tanto el EPC de Bolivia en 1993 como el de 1999 mencionan que Bolivia aplica tarifas discriminatorias entre las importaciones y las exportaciones transportadas por ferrocarril, habiendo sido las primeras más del 30 por ciento más elevadas que las segundas en 1999.  Las autoridades indicaron que no existe una política pública que otorgue preferencias en el costo de transporte por ferrocarril a las mercancías de exportación.  Sin embargo, existe información de que en la práctica dichas tarifas podrían ser menores.  Las empresas de ferrocarriles tienen derecho a una compensación por parte del Estado si los ingresos no permiten cubrir los costos operativos, la cual consiste únicamente en notas de crédito fiscal a favor de la empresa.
  Un convenio entre la empresa Ferroviaria Andina y la ST estipula que la primera ha de recibir compensaciones financieras por los costos correspondientes a la rehabilitación del tramo Oruro-Cochabamba.
  Las autoridades observaron que dichas compensaciones han sido las únicas que se han otorgado y que en la práctica no se otorgan compensaciones.  Por otro lado, todas las empresas de ferrocarriles tienen que pagar una tasa de regulación a la ST que no puede ser superior al 0,5 por ciento de sus ingresos brutos parar cubrir los costos operativos de la ST.  Las autoridades hicieron notar que las empresas pagan adicionalmente una tasa de prestación equivalente al 2,2 por ciento de sus ingresos.
185. Bolivia no tiene compromisos específicos en el sector de transporte terrestre en el marco del AGCS.  Sin embargo, la lista de excepciones al trato NMF contiene provisiones que afectan el transporte terrestre (véase supra).
186. Bolivia es signatario de dos acuerdos con el MERCOSUR, el Perú y Chile.  Estos son, el Acuerdo sobre transporte internacional terrestre (1990) y el Acuerdo sobre reglamentación básica unificada del tránsito (1992).  En el marco de la CAN, Bolivia también aplica medidas para el transporte terrestre.

c)
Transporte fluvial
187. El flujo comercial por transporte fluvial se realiza a través de dos puertos (Central Aguirre y Gravetal) desde los cuales se accede al río Paraguay y se tiene acceso al Océano Atlántico.  A julio de 2005, se encontraba en construcción un puerto adicional (Puerto Busch).  Bolivia cuenta además con puertos francos y depósitos en Chile (Antofagasta, Arica, Iquique) y Perú (Ilo) desde los cuales se cuenta con acceso al Océano Pacífico.  Los principales puertos para el comercio de ultramar bolivianos son Antofagasta, Arica e Iquique.
188. El Viceministro de Transportes, adscrito al Ministerio de Servicios y Obras Públicas, establece la política pública para el sector de transporte fluvial en coordinación con la Dirección General de Intereses Marítimos, Fluviales, Lacustres y Marina Mercante (DGIMFMM, véase infra), dependiente del Viceministerio de Defensa.
  En particular, éste está encargado de promover la construcción, mantenimiento y rehabilitación de la infraestructura portuaria fluvial-lacustre y registrar a los operadores del sector.  La política pública, enmarcada en el cuadro de la Resolución Ministerial Nº 0617 de 28 de junio de 2004, busca crear la Escuela Civil de Navegación Fluvial, gestionar y financiar el desarrollo económico del corredor Ichilo-Mamoré y mantener expeditas las principales hidrovías amazónicas.
  Las autoridades observaron que dichas iniciativas se enmarcan dentro del marco general de promover el comercio internacional mediante vías fluviales.
189. Asimismo, la DGIMFMM coordina y ejecuta la política pública en el sector fluvial, incluyendo la seguridad, en coordinación con el Viceministro de Transporte.  Finalmente, el Servicio de Mejoramiento de la Navegación Amazónica, creado por la Ley Nº 1.039 de 6 de diciembre de 1988, está encargado de mantener la navegabilidad en los ríos de la cuenca amazónica boliviana, administrar la infraestructura portuaria en la zona (incluyendo la construcción de navíos) y realizar estudios técnicos de los ríos de la zona.  El DS Nº 28.124 creó la Comisión Operativa para la facilitación del comercio y el transporte fluvial.  Esta Comisión tiene el objetivo de proponer y promover medidas y acciones para el aprovechamiento óptimo de los recursos en el transporte fluvial para la facilitación del comercio exterior de Bolivia.  
190. La política de navegación fluvial, lacustre y marítima está regida por el DS Nº 12.683 de 18 de julio de 1975.  El Registro Internacional Boliviano de Buques, administrado por la DGIMFMM y cuyo funcionamiento se haya normado por el DS Nº 27.023 de 6 de marzo de 2003, mantiene un padrón de artefactos navales y navíos de bandera boliviana que se encuentren en aguas internacionales.  Adicionalmente, los registros están regulados por el DS Nº 26.256 de 20 de junio de 2001.  El DS Nº 12.683 estipula que la navegación comercial entre puertos bolivianos se efectúe exclusivamente mediante embarcaciones bolivianas (Art. 11).  Las autoridades remarcaron que, a julio de 2005, no existían reservas de cargas que afectasen a embarcaciones provenientes de países miembros de la CAN pero sí las había sobre aquéllas provenientes de países que no fueran miembros de la CAN.
191. El DS Nº 12.683 estipula que el Estado es el encargado de planificar la construcción de los puertos fluviales, lacustres y marítimos.  Las autoridades señalaron que la infraestructura portuaria asentada en el Canal Tamango es de capital privado mientras que el resto son de propiedad del Estado.
192. Bolivia es miembro de la Organización Marítima Internacional y a través de ésta es parte de una serie de convenios.
  Bolivia a su vez aplica una serie de medidas para el trasporte marítimo estipuladas en el marco de la Comunidad Andina.
  Bolivia es signatario del Tratado de la Hidrovía Paraguay-Paraná (véase el EPC de Paraguay 2005, capítulo IV 5) iv)).  Las autoridades señalaron que, a julio de 2005, el Acuerdo de Hidrovía se encontraba en proceso de revisión.
193. Bolivia no tiene compromisos específicos en el sector de transporte fluvial en el contexto del AGCS.  
v) Turismo
a) Características del sector 
194. Como proporción del PIB, el valor agregado del sector de restaurantes y hoteles se mantuvo estable alrededor del 3,2 por ciento durante 1999-03.
  Los ingresos generados por el turismo receptivo decrecieron entre 1999 y 2002 para aumentar en 2003 y 2004 hasta llegar a los 187,7 millones de dólares de los EE.UU.
  El sector de turismo es el cuarto sector más importante en generación de divisas a pesar de lo cual los ingresos por turismo receptivo, como proporción de las exportaciones totales, disminuyeron del 13,0 al 8,6 por ciento durante 1999-04.  Durante este período, tanto la inversión pública como la inversión extranjera directa en el sector exhibieron altibajos llegando a los 190.000 y 150.000 dólares de los EE.UU. en 2003, respectivamente.
  Las autoridades informaron que durante 1999-03, el empleo en el sector aumentó en un promedio anual del 12 por ciento para alcanzar los 220.795 empleos.
  
195. Durante 1999-03, el número de llegadas de visitantes extranjeros se redujo en un promedio anual del 2,7 por ciento para alcanzar los 370.233 visitantes.  Durante 2003-04, las llegadas de visitantes extranjeros aumentaron en un 9,3 por ciento, para alcanzar los 404.691 visitantes.  Un estudio mostró que la disminución observada durante 1999-03 se debió a la baja en el flujo mundial de turistas estadounidenses y europeos, la desaceleración de las economías regionales y los episodios de inestabilidad interna en Bolivia durante el período bajo examen.
  En 2003, la mayoría de los visitantes extranjeros provinieron de Sudamérica, Europa y Norteamérica (en ese orden) y se quedaron en la región de La Paz.  

196. Bolivia ha realizado esfuerzos para desarrollar el sector del turismo durante el período bajo examen.  Como parte de dichos esfuerzos, el BID le otorgó un crédito por 10 millones de dólares de los EE.UU. para llevar a cabo proyectos que establezcan a Bolivia como un destino turístico internacional.
  Dichos proyectos buscan incorporar al sector privado con la participación de las comunidades, municipios y organismos no gubernamentales.  
b)
Marco normativo
197. El Viceministro de Turismo, adscrito al Ministerio de Desarrollo Económico, establece la política pública para el sector.
  Éste también propone reglamentos e instructivos para el desarrollo del sector, supervisa el cumplimiento de la normativa, promueve el sector en el extranjero, promueve el turismo interno, maneja el sistema de información sobre el sector, mantiene y actualiza el Registro Nacional de Turismo y promueve la capacitación del personal en el sector.  Las Prefecturas Departamentales y las Municipalidades están involucradas en programas de promoción turística.  El Consejo Nacional de Turismo, creado por la Ley Nº 2.074 (véase infra), asesora al Viceministro de Turismo en materia de política pública y coordina la interacción entre el sector privado y el Estado.  Los Consejos Departamentales de Turismo, creados por la misma ley, coordinan las políticas públicas a nivel de departamentos.
  

198. La política pública en el sector tiene cinco objetivos.
  Estos son:  reconocer que, bajo los principios de una economía de mercado transparente, la actividad turística corresponde a la iniciativa privada donde el Estado debe asegurar las condiciones necesarias para el potenciamiento del turismo;  garantizar la conservación y uso racional de los recursos;  proteger al turista y facilitar conciencia turística;  coordinar las directrices entre el gobierno central, las administraciones departamentales y los gobiernos municipales;  y promover la capacitación técnica y profesional del personal involucrado en actividades de turismo.
199. El sector se rige por la Ley Nº 2.074 de 14 de abril de 2000 (Ley de promoción y desarrollo de la actividad turística en Bolivia) reglamentada por el DS Nº 26.085 de 23 de febrero de 2001.  La Ley Nº 2.074, que derogó el DS Nº 24.583 de 25 de abril de 1997, establece los lineamientos generales para la actividad en el sector, en particular lo concerniente a los organismos competentes, la política pública y las medidas de fomento al turismo.  La Resolución Ministerial Nº 133/01 a su vez aprobó el Reglamento para las empresas operadoras de turismo receptivo y de las empresas de viaje y turismo.  
200. Las Unidades Departamentales de Turismo (UDT), dependientes de las prefecturas departamentales, otorgan autorizaciones gratuitas, a las empresas que deseen brindar servicios de turismo previa verificación ocular y jurídica de los requisitos exigidos.
  Las empresas extranjeras con domicilio legal en Bolivia que brindan servicios turísticos tienen las mismas obligaciones y derechos que las empresas bolivianas que brindan servicios turísticos.
  Las empresas que realicen actividades turísticas deben estar inscritas en el Registro Departamental de Turismo correspondiente al Departamento en el cual llevan a cabo sus actividades, siendo la inscripción gratuita.

201. Según las autoridades, las empresas extrajeras que prestan servicios turísticos deben ser autorizadas por la Unidad de Turismo de la Prefectura de Departamento donde tengan el asiento principal de sus actividades (domicilio legal).  Una vez acreditadas y autorizadas a operar en el país, pueden abrir sucursales en cualquier parte del territorio boliviano cumpliendo las previsiones establecidas al efecto.  Por otra parte, las empresas extranjeras operadoras de turismo que realizan servicios de circuitos turísticos ocasionales cerrados en Bolivia deben cumplir ciertos requisitos y contar con la debida autorización de la Unidad de Turismo del Departamento donde realizarán los circuitos cerrados de turismo.  Las empresas extranjeras que operan bajo la modalidad de circuitos cerrados no se encuentran debidamente constituidas ni acreditadas en Bolivia para realizar actividades de carácter permanente, por lo que no tienen atribución legal para poder abrir sucursales en cualquier parte del territorio nacional.
202. La Resolución Ministerial Nº 136/01 reglamenta el servicio de guías de turismo.  Para ser acreditado como guía turístico se debe confirmar la nacionalidad boliviana o, en el caso de los extranjeros, contar con una residencia legal mínima de cuatro años (Art. 6).  Además, entre otras cosas, se deben acreditar el título de guía de turismo otorgado por una universidad o instituto reconocido por el Estado boliviano.
203. La Ley Nº 2.074 suministra dos incentivos fiscales al sector (véase el capítulo III 4)).  A los efectos del pago del arancel consolidado, los equipos destinados a la actividad hotelera son definidos como bienes de capital (véase el capítulo III 2)).

204. Bolivia es miembro de la Organización Mundial del Turismo.  Bolivia es además signatario del Acuerdo para la Promoción Turística de América del Sur con los países del MERCOSUR, la Comunidad Andina y Chile.  La Decisión 463 de la Comunidad Andina (CAN) establece el régimen de desarrollo e integración del turismo en la CAN.  Dicha Decisión estipula que los países miembros de la CAN le otorgarán libre acceso al mercado y trato nacional a proveedores de todos los servicios de turismo que provengan de otros países miembros de la CAN.  Asimismo, los países miembros de la CAN adoptarían un régimen común de turismo aprobado por la Comisión de la CAN.
205. Bilateralmente, Bolivia ha suscrito acuerdos sobre el turismo con el Uruguay  (Acuerdo de alcance parcial en el área de turismo) y la Argentina (Primer Protocolo Adicional sobre Desarrollo, Fomento y Promoción del Turismo) en 1986 y 2004, respectivamente.  Ambos acuerdos establecen las bases para ampliar el turismo entre ambos países mediante una mayor cooperación y coordinación entre las partes.  En particular, el Acuerdo con la Argentina estipula que se buscará incluir cláusulas que faciliten la inversión en el turismo en la normativa nacional y/o municipal en ambos países.
206. Bolivia tiene compromisos en el marco del AGCS en los sectores de hoteles y restaurantes y de agencias de viaje y organizadores de viajes en grupo.  Dichos acuerdos garantizan en ambos casos el acceso al mercado y el trato nacional para el consumo en el extranjero y la presencia comercial en Bolivia.  El acceso al mercado y el trato nacional a personas físicas en ambos sectores está condicionado a la existencia de un contrato de trabajo por parte de una empresa con presencia comercial en Bolivia.
vi) Servicios profesionales
a) Características generales
207. Bolivia no posee un estatuto legal que reglamente en términos generales el ejercicio de las profesiones, a pesar de lo cual, existen leyes que reglamentan el ejercicio de algunas profesiones.  El proceso de revalidación de títulos profesionales obtenidos en el extranjero está normado por el Reglamento General de Títulos y Grados del Sistema Universitario Boliviano.  La revalidación de títulos y diplomas está a cargo de las universidades estatales que tengan la carrera o programas y por el Comité Ejecutivo de la Universidad Boliviana en caso de que la carrera no existiese en ninguna universidad autónoma de Bolivia.  Los títulos a ser revalidados tienen que estar acompañados, entre otras cosas, de la documentación específica sobre la carrera (plan de estudios, título, certificado de calificaciones) para ser aprobado mediante resolución del rector de la universidad (o del CEUB), previos informes legales y técnicos emitidos por las autoridades pertinentes. 
208. A julio de 2005, la Convención sobre el Ejercicio de Profesiones Liberales, parte integrante de los Tratados de Montevideo de 1888-89, y suscrita por la Argentina, Bolivia, el Paraguay, el Perú y el Uruguay se encontraba en vigor en Bolivia.
  Dicha Convención estipula que las personas que hubiesen obtenido un título o diploma en profesiones liberales en cualquiera de los Estados signatarios estarán habilitados para ejercer dichas profesiones siembre que legalicen el título o diploma y que acrediten su identidad.
209. En el marco de la CAN, la Decisión 439 estipula que cada país miembro de la CAN reconocerá los títulos profesionales otorgados en los demás países de la CAN.  En particular, la Decisión 609 estipula que los títulos emitidos por un país miembro que sean poseídos por los capitanes, oficiales, radioperadores y tripulantes de embarcaciones han de ser reconocidos por los demás países miembros de la CAN.  A su vez, en 2002, Bolivia firmó junto al MERCOSUR y Chile un acuerdo para crear un mecanismo experimental de acreditación de títulos universitarios otorgados en el MERCOSUR, Bolivia y Chile partiendo con los programas pilotos de Agronomía, Ingeniería y Medicina.
  
210. Bolivia no cuenta con compromisos específicos en el sector de servicios profesionales en el marco del AGCS.  Sin embargo, en los compromisos horizontales se especifica que sólo el 15 por ciento del personal de cualquier empresa puede ser extranjero, el cual debe ser de la alta gerencia.
   Bolivia no ha sometido propuestas específicas sobre las negociaciones en servicios profesionales en el contexto de la Ronda de Desarrollo de Doha.
b)
Servicios legales

211. El órgano rector de la práctica del derecho en Bolivia es el Colegio Nacional de Abogados, el cual agrupa a los diferentes Colegios de Abogados Departamentales.  Los Colegios de Abogados Departamentales son los que regulan y supervisan la práctica a nivel regional y mantienen el registro donde tienen que inscribirse obligatoriamente todos los abogados que ejerzan la práctica en la región correspondiente.  Las autoridades señalaron que el costo de la inscripción varía de acuerdo a los departamentos.
212. La práctica del derecho se desarrolla en base al Decreto-Ley Nº 16.793 de 10 de julio de 1979.  A julio de 2005, había un proyecto en examen para modificar dicha ley. El Decreto-Ley Nº 16.793 estipula que sólo los bolivianos pueden ejercer el derecho en Bolivia (Art. 6), no pudiendo los extranjeros establecer un estudio legal en Bolivia.  Los títulos otorgados en el extranjero son reconocidos siempre y cuando los estudios hayan sido convalidados mediante resolución expresa de la autoridad competente (véase supra) y existan tratados de reciprocidad profesional que se encuentren en vigor (Art. 4).  Los abogados sólo pueden constituir sociedades con otros abogados que se encuentren colegiados y no con personal de otras profesiones (Art. 27).  

c)
Servicios de ingeniería 

213. La práctica de la ingeniería en Bolivia se rige por la Ley Nº 1.449 de 15 de febrero de 1993, cuyo Reglamento fue aprobado por el DS Nº 26.582 de 3 de abril de 2002.  El ejercicio de la profesión de ingeniería está regulado por la Sociedad de Ingenieros de Bolivia (SIB).
  Entre otras cosas, la SIB administra el Registro Nacional de Ingenieros (RNI) y regula y supervisa todos los aspectos del ejercicio de la profesión.  En particular, establece los requisitos para la obtención de licencias, convalidación de títulos de ingeniería obtenidos en el extranjero, y obtención de licencias para los extranjeros para ejercer la profesión en Bolivia.  

214. Todas las empresas de ingeniería tienen que tener como responsable técnico a un ingeniero inscrito y habilitado en el RNI y todos los servicios proporcionados deben ser desempeñados por ingenieros debidamente registrados en el RNI.  Ni la Ley Nº 1.449 ni su Decreto regulatorio establecen limitaciones en cuanto a la propiedad extranjera de empresas de ingeniería en Bolivia. 

215. La Ley Nº 1.449 permite que los extranjeros ejerzan la ingeniería en Bolivia bajo ciertas condiciones.  Ley Nº 1.449 estipula que las empresas e instituciones públicas sólo pueden contratar ingenieros extranjeros cuando no hayan ingenieros bolivianos especializados y bajo convenios específicos (de reciprocidad) (Art. 8).  Todas las instituciones públicas que suscriban contratos de préstamos o de asesoramiento técnico extranjeros utilizados para el desarrollo de la infraestructura tienen que consignar en el contrato una cláusula de participación obligatoria de ingenieros bolivianos en el estudio y ejecución de la obra (Art. 18).

216. Un extranjero titulado fuera de Bolivia que desee prestar servicios en Bolivia debe obtener una licencia anual para lo cual debe presentar, entre otras cosas, el carné profesional del país de origen, un contrato de trabajo y efectuar un pago a la SIB de 500 dólares de los EE.UU.  La licencia para extranjeros puede ser renovada una vez después de lo cual el ingeniero extranjero debe obligatoriamente convalidar su título profesional en una universidad boliviana.

d)
Servicios de arquitectura

217. El órgano regulador del ejercicio de la arquitectura en Bolivia es el Colegio de Arquitectos de Bolivia (CAB).
  Entre otras cosas, el CAB administra el Registro Nacional (RN) y supervisa y regula todos los aspectos de la profesión en Bolivia.  El ejercicio de la arquitectura está normado por la Ley Nº 1.373 de 13 de noviembre de 1992, la cual se encuentra reglamentada por el DS Nº 25.905.  Entre otras cosas, la Ley Nº 1.373 exige que todos los arquitectos se matriculen en el RN.  Las autoridades informaron que para poder matricularse se necesita presentar, entre otras cosas, el título académico, el título en provisión nacional, el certificado de notas, las actas de aprobación del examen final y la célula de identidad boliviana.

218. La Ley Nº 1.373 permite a los extranjeros ejercer la profesión con algunas restricciones.  Los arquitectos extranjeros sólo pueden ser contratados como asesores, investigadores, docentes o para trabajos temporales específicos y están obligados a inscribirse en el RN de manera temporal y el suministro de sus servicios se limita estrictamente al cumplimiento del contrato (Art. 8).  Salvo convenios específicos, las instituciones del sector público sólo pueden contratar arquitectos extranjeros cuando no existan arquitectos bolivianos especializados (Art. 18).  Las empresas e instituciones públicas que suscriban contratos de préstamos o de asesoramiento técnico extranjeros para ser utilizados en el desarrollo de la infraestructura deben consignar en el contrato una cláusula de participación obligatoria de arquitectos bolivianos en el estudio y ejecución de las obras (Art. 19).  La Ley Nº 1.373 no limita la participación de extranjeros en la administración y propiedad de las empresas de arquitectos constituidas en Bolivia.

FUENTES

ALADI (2002), El sistema de preferencias de la ALADI, 28 de junio.  Disponible en:  http://www.aladi.org/nsfaladi/estudios.nsf/438f22281c05235303256848005ea465/fb19b13eab06a54f03256c31005a963b/$FILE/128rev2.pdf.

Banco Central de Bolivia (varios años), Memoria Anual, La Paz.

Banco Central de Bolivia, (2003), Memoria 2003, La Paz.
Banco Central de Bolivia (2004a), Boletín Estadístico N° 324, diciembre.  Disponible en:  http://www.bcb.gov.bo/pdffiles/Dic/Estadistico/pib.pdf.

Banco Central de Bolivia (2004b), Boletín Informativo, Nº 139, año 11, diciembre. 

Banco Central de Bolivia (2004c), Información Estadística, Estructura y Composición de las Exportaciones, diciembre.  Disponible en:  http://www.bcb.gov.bo/pdffiles/Dic/Estadistico/09-03.pdf.

Banco Central de Bolivia (2005a),  Boletín Informativo.  La deuda externa pública de Bolivia, Nº 142, marzo, La Paz.  Disponible en:  http://www.bcb.gov.bo.
Banco Central de Bolivia (2005b), Nota de prensa, 11 de julio.  Disponible en:  http://www.bcb. gov.bo.

Banco Central de Bolivia (2005c), PIB por tipo de gasto 1990-2004.  Disponible en:  http://www.bcb. gov.bo.

Banco Interamericano de Desarrollo (2003a), Programa De Apoyo Productivo Rural (BO-0179), Washington, D.C., diciembre.

Banco Interamericano de Desarrollo (2003b),  Programa de Saneamiento de Tierras y Catastro Legal, Washington, D.C., diciembre.
Banco Interamericano de Desarrollo (2003c), “Programa Sectorial de Fortalecimiento de las Instituciones y Políticas Públicas de Apoyo a la Productividad y Competitividad”, diciembre.
Banco Interamericano de Desarrollo (2004a), Estrategia de País con Bolivia 2004-2007, Washington, D.C., octubre.

Banco Interamericano de Desarrollo (2004b), Northern Corridor Highway Program, La Paz-Caranavi Segment  IIRSA Río Branco-La Paz Hub.  Disponible en:  http.//www.iadb.org.

Banco Interamericano de Desarrollo (2004c), The Bank's Country Strategy with Bolivia (2004-2007),  Washington, D.C.

Banco Interamericano de Desarrollo, (2005) Bolivia: Programa de apoyo al desarrollo turístico sostenible en Bolivia.  Préstamo Nº 1098/SF-BO.  Disponible en:  http.//www.iadb.org.

Banco Mundial (2001), Bolivia:  Microeconomic Constraints and Opportunities for Higher Growth, Washington, D.C.

Banco Mundial (2002),  Size and measurement of the informal economy in 110 countries arund the world, Washington, D.C.

Banco Mundial (2004), Customs Modernization Initiatives, Case Studies, Washington, D.C.
Bojanic, Alan J. (2001), Extension, Poverty and Vulnerability in Bolivia and Colombia:  Country Studies for the Neuchatel Initiative, ODI, Londres, noviembre.

BuddeComm (2005), 2005 Telecoms in Latin America, Bucketty. 

CAEM Consultores, CAINCO-SCZ, Eurocentro Bolivia (2005), Estudios Sectoriales:  Sector Castaña, La Paz.

Cámara Boliviana de Hidrocarburos (2005), Análisis tributario de la nueva Ley de Hidrocarburos, perspectiva legal.  Disponible en:  http://www.cbh.org.bo.

Capra, Katherina (2001), Documento de Estructura del Sector Industrial Manufacturero, 1990-2001, UDAPE.
Clarke, R. G., K. Kosec y S. Wallsten (2004), Has Private Participation in Water and Sewarage Improved Coverage?  Empirical Evidence from Latin America.  World Bank Research Working Paper 3445, Washington, D.C. 

Comisión de Revisión del Gasto Público (2004), Informe de la Comisión de Revisión del Gasto Público, La Paz.
Comisión Europea (2005), The EU's relations with the Andean Community.  Disponible en:  http://europa.eu.int/comm/external_relations/andean/intro.
CONAPES (2005), Bases para la estrategia boliviana de desarrollo, La Paz.

Delegación Presidencial para la Revisión y Mejora de la Capitalización (2004), A diez años de la capitalización, La Paz.

Dirección General de Ciencia y Tecnología, Ministerio de Educación, Viceministerio de Educación (2003), Plan Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (2004-2009), La Paz.  

Economist Intelligence Unit (2004), Country Profile:  Bolivia, London.
FMI (2003), Article IV Consultation, Washington, D.C.

FMI (2004), Bolivia:  Third Review Under the Stand-By Arrangement, Request for Waiver of Nonobservance of Performance Criteria, and Augmentation and Extensión of the Stand-By Arrangement, Washington, D.C.

FMI (2005a), Bolivia:  Ex-post assessment of longer term program engagement-Staff report and public information notice on the excecutive board discussion, Washington, D.C.

FMI (2005b), Bolivia:  Fifth Review Ander the Stand-By Arrangement, Request for Waiver of Nonobservance of Performance Criteria, Rephasing, Augmentation, and Extensión of the Stand-By Arrangement, Washington, D.C.

Fundación Libertad, Democracia y Desarrollo (2004), The Budget for State Security in Bolivia-2004, Santa Cruz.

Garron, M., C. G. Machicado y K. Capra (2003), Privatization in Bolivia:  The Impact on Firm Performance.  BID, Research Network Working Paper #R-46, Washington, D.C.

Instituto Boliviano de Comercio Exterior (2004), El Contrabando en Bolivia:  una visión heterodoxa, Santa Cruz de la Sierra, 2004.
Instituto Nacional de Estadísticas de Bolivia (2004), Anuario Estadístico 2003, La Paz. 

Instituto Nacional de Estadísticas de Bolivia (2005a), Cuentas Nacionales.  Disponible en:  http://www.ine.gov.bo.

Instituto Nacional de Estadísticas de Bolivia (2005b), Estadísticas de la actividad de transportes.  Disponible en:  http://www.ine. gov.bo.
Instituto Nacional de Estadísticas de Bolivia (2005c), Indicadores de pobreza moderada y extrema.  Disponible en:  http://www.ine. gov.bo.

Internacional Bureau of Fiscal Documentation (2004), "Comprehensive Tax Manual: Bolivia", Ámsterdam.

Loayza, Norman, Pablo Fajnzylber y César Calderón (2004), Economic Growth in Latin America and the Caribbean,  Documentos de Trabajo, Banco Central de Chile, Santiago.  

Ministerio de Desarrollo Económico (2005), Impacto del TLC en la economía, Nota de prensa 330, 4 de abril.  Disponible en:  http://www.desarrollo.gov.bo/download/notaprensa330. 

Ministerio de Hacienda (2005), Servicio de Impuestos Nacionales, Recaudaciones Total por Fuente de Ingreso (1990-2003).  Disponible en:  http://www.impuestos.gov.bo/cifras.htm.
Ministerio de Minería e Hidrocarburos (2003), Minería Bolivia,  Anuario 2002.  Disponible en:  http://www.hidrocarburos.gov.bo/mineria/anuario_2002/flaboral_genemp.htm.
Ministerio de Minería e Hidrocarburos, Viceministerio de Minería (2004), Política Minera y Plan de Reactivación del Sector Minero (PRESEMIN), La Paz, julio.  Disponible en:  http://www.hidrocarburos.gov.bo/mineria/presemin/Politica%20Minera.PDF.
Missions Économiques (2005), Fiche de synthèse:  Situation économique et financière de la Bolivie en début d'année 2005.  Disponible en:  http://www.missioneco.org/bolivie/infopays.asp.

Montero, Marcelo (2003), El sistema financiero en el quinquenio 1998-2002 y el primer trimestre 2003, La Paz.

Muñoz, Jorge (1999), Los mercados de tierras rurales en Bolivia, CEPAL, Santiago.

ODI (2003), Carta informativa Nº 1, mayo.  Foreign Direct Investment and Development:  the case of Bolivia.  Disponible en:  http://www.iisec.ucb.edu.bo/papers/cifdi.pdf.

Presidencia de Bolivia (2005), Programa económico del gobierno del Presidente Carlos Mesa Gilbert.  Disponible en.  http://www.presidencia.gov.bo.
Servicio Nacional de Carreteras (2005), Síntesis del Plan Maestro de Transporte por Superficies (PMTS).  Disponible en:  http://www.snc.gov.bo.

SPVS (2003), Memoria anual 2003, La Paz.

SPVS (2004), El Mercado de Seguros, Nº 197.

Superintendencia Agraria (2001), Evaluación Cinco Años de Aplicación Nuevo Proceso Agrario Nacional, La Paz.
UDAPE (2003a), Diagnóstico del sector eléctrico 1990-2002, La Paz.

UDAPE (2003b), Estructura del sector hidrocarburos: 1990-2003, La Paz.  

UDAPE (2004), Estructura del sector turismo en Bolivia, La Paz.

UDAPE (2005a), Estructura del sector transportes en Bolivia, La Paz.

UDAPE (2005b), Situación económica y social durante 2004, La Paz.

UIT (2004), Indicadores de telecomunicaciones.  Datos disponibles en:  http://www.itu.int/ home.

UNCTAD (varios años), Review of maritime transport.  Disponibles en:  http://www.unctad. org.

United Nations Office on Drugs and Crime (2005), Coca Cultivation in the Andean Region:  A Survey of Bolivia, Colombia and Peru, junio.  Disponible en:  http://www.unodc.org/pdf/andean/Part1 _excutive_summary.pdf.
United States Department of State (2004), International Narcotics Strategy Report, Washington, D.C.
USDA (2004), FAS Report, Bolivia Agricultural Situation 2004, Washington, D.C., febrero.

USDA (2005), Foreign Agricultural Service, FAS, Report, Oilseeds and Products Annual Soybean Report 2005, Washington, D.C., 30 de marzo.

Viceministerio de Electricidad y Energías Alternativas (2004), Programa de Electrificación Rural de Bolivia (BO-0224):  Evaluación Ambiental Estratégica, La Paz. 
� Economist Intelligence Unit (2004).


� Banco Interamericano de Desarrollo (2003a).


� Estadísticas de la Base de datos de la FAO, información en línea.  Disponible en:  http://faostat.fao. org/actualizada a abril 2005.


� Banco Interamericano de Desarrollo (2003a).


� Bojanic, Alan J. (2001).


� Las microfinanzas han observado un rápido crecimiento en el área rural en años recientes.  Para el sistema financiero agropecuario debe tomarse en cuenta la cartera de bancos, mutuales y cooperativas.


� Información en línea.  Disponible en:  http://www.finrural-bo.org/.


� Para apoyar al microcrédito el Gobierno creó el Fondo de Desarrollo del Sistema Financiero y Apoyo al Sector Productivo (FONDESIF).  MACA mantiene también una Unidad de Servicios Financieros y Crédito. 


�  Economist Intelligence Unit (2004).


� Banco Interamericano de Desarrollo (2003b).  Los rendimientos de soja son de alrededor de 2 toneladas por ha. en Bolivia, 2,6 en el Paraguay, 2,4 en el Brasil y 2,2 en la Argentina.


� Entre 1992-00, la superficie total cultivada se expandió en 533.000 ha.  La expansión futura de soja posiblemente dependerá de los aumentos de productividad teniendo en cuenta la limitada disponibilidad de tierras.


� Estrategia Nacional de Desarrollo Agropecuario y Rural. 


� El MACA ha mantenido programas multisectoriales como Seguridad Alimentaria, Riego y de Servicios Agropecuarios que incluyen el SENASAG y el Sistema Boliviano de Tecnología Agropecuaria. 


� Superintendencia Agraria (2001).  El Plan Nacional de Titulación de Tierras es competencia del Ministerio de Desarrollo Sostenible.  


� Los productos agropecuarios considerados incluyen:  la quinua, semillas oleaginosas, madera, camélidos, uvas, vino, cuero, castañas, carne de bovino, banano, palmito, trigo, algodón y textiles, y avícolas.


� Banco Interamericano de Desarrollo (2003c).


� Bojanic, Alan J. (2001).


� Las autoridades informan que el presupuesto de la Estrategia alcanza 304 millones de dólares de los EE.UU. hasta 2007, de los cuales se tiene comprometido cerca del 60 por ciento de los recursos requeridos.


� Las zonas de desarrollo alternativo son:  el Trópico de Cochabamba; Yungas y Norte de La Paz; zonas pobres del Norte de Potosí, Chuquisaca y Sur de Cochabamba; Yapacani y Parques Nacionales Isiboro-Secure, Carrasco, Amboro.


� Documentos de la OMC G/AG/N/BOL/1 de 5 de junio de 1998 y G/AG/N/BOL/6 de 10 de mayo de 2001. 


� Promedio simple de aranceles para los principales productos de importación.


� Banco Interamericano de Desarrollo (2003b).


� USDA (2005).


� USDA (2005).


� CAEM Consultores, CAINCO-SCZ,  Eurocentro – Bolivia (2005).


� USDA (2004).


� Disponible en:  www.infoagro.gov.bo.


� United States Department of State (2004).


� United Nations Office on Drugs and Crime (2005).  Según las autoridades, en los cultivos alternativos en el Trópico de Cochabamba el área cultivada pasó de 40.613 (1986) a 143.887 ha. (2004).  Las autoridades estiman que de 1986-04 se erradicaron así 128.000 ha. de cultivos de coca.


� El área de cultivo neto se calculaba en alrededor de 28.000 ha. en 2003.


� USDA (2004).


� Banco Interamericano de Desarrollo (2004a).


� Banco Central de Bolivia (2004a).


� Ministerio de Minería e Hidrocarburos (2003).


� Ministerio de Minería e Hidrocarburos, Viceministerio de Minería (2004). 


� Banco Central de Bolivia (2004c).


� Ministerio de Minería e Hidrocarburos, Viceministerio de Minería (2004).


� Código de Minería, Ley Nº 1.777 de 17 de marzo de 1997, Art. 17.


� Articulo 98, Código Minero.


� Decreto Supremo N° 27.878 de 26 de diciembre de 2004.


� Cálculos de la Secretaría de la OMC basados en BCB, Boletín Estadístico, N° 325, marzo de 2005.


� Utilizando el promedio de la tasa de cambio oficial durante 1999-01.


� Capra, Katherina (2001), página 6.


� INE, Estadísticas anuales de la industria manufacturera, 1995-2001. 


� Banco Mundial (2001).


� Capra, Katherina (2001), página 10.


� Capra, Katherina (2001), página 3.


� Basado en información en la Base de datos Comtrade, División de Estadística de las Naciones Unidas.


� Banco Central de Bolivia (2004b) y Banco Central de Bolivia (2003).  BCB, Memoria 2003.


� Ministerio de Desarrollo Económico (2005). 


� Banco Mundial (2001).


� Basado en información de la Base de datos Comtrade, División de Estadística de las Naciones Unidas.


� CONAPES (2005), documento de la Secretaría, página 6.


� CONAPES (2005), documento de la Secretaría, páginas 40 y 65.


� Programa Económico y Social, "Plan Bolivia Productiva y Solidaria", Mensaje de la Presidencia, 17 de mayo de 2005.


� Banco Mundial (2001).


� Capra, Katherina (2004), página 20.


� Banco Interamericano de Desarrollo (2004c).  


� Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos, información disponible en línea a través del Ministerio de Minería e Hidrocarburos.  Disponible en:  http://www.hidrocarburos.gov.bo.


� Ministerio de Minería e Hidrocarburos, información en línea.  Disponible en:  http://www. hidrocarburos.gov.bo.  Los datos de producción para 2003 sólo cubren hasta agosto de 2003.


� CONAPES (2005), documento de la Secretaría, página 52.


� UDAPE (2003b) y Ministerio de Hidrocarburos, información en línea.  Disponible en:  http://www. hidrocarburos.gov.bo.


� División de Estadísticas de las Naciones Unidas (2005), Base de datos Comtrade.


� UDAPE (2003b). 


� Superintendencia de Hidrocarburos, información en línea.  Disponible en: http://www.superhid. gov.bo.


� Ley Nº 3.058 de 17 de mayo de 2005, Art. 25.


� Ministerio de Minería e Hidrocarburos, información en línea.  Disponible en:  http://www. hidrocarburos.gov.bo.  


� Resolución SSDH Nº 200 de 9 de abril de 1997.


� DS Nº 27.368 de 17 de febrero de 2004.  Este Decreto Supremo derogó el DS Nº 26.037 de 22 de diciembre el cual regulaba el precio del gas natural vendido a las termoeléctricas.


� Superintendencia de Hidrocarburos (2005) información en línea.  Disponible en:  http://www. superhid.gov.bo/TarifasTRan.html.


� UDAPE (2003), página 18.  


� UDAPE (2003), página 18.  


� UDAPE (2003), página 18.  


� DS Nº 27.959 de 20 de diciembre de 2004.


� Cámara Boliviana de Hidrocarburos (2005).


� Superintendencia de Electricidad, información en línea.  Disponible en:  http://www.superele.gov.bo.


� UDAPE (2003a), página 3.


� Viceministerio de Electricidad y Energías Alternativas, información en línea.  Disponible en:  http://www.oopp.gov.bo/web/viceelect.php.


� DS Nº 26.973 de 27 de marzo de 2003.


� Viceministerio de Electricidad y Energías Alternativas.  Información en línea.  Disponible en:  http://www.oopp.gov.bo/web/viceelect.php.


� Superintendencia de Electricidad, información en línea.  Disponible en:  http://www.superele.gov.bo.


� Los despachos de carga son la asignación específica de carga a plantas generadoras con el propósito de conseguir el suministro más económico de acuerdo a las variaciones de oferta y demanda de electricidad, manteniendo la calidad del servicio.


� DS Nº 26.093 de 2 de marzo de 2001.


� Los Reglamentos de:  Operación del MEM (DS Nº 26.093 de 2 de marzo de 2001), Concesiones, Licencias y Licencias Provisionales (DS Nº 24.043 de 28 de junio de 1995), Uso de Bienes de Dominio Público (DS Nº 24.043 de 28 de junio de 1995), Precios y Tarifas (DS Nº 26.094 de 2 de marzo de 2001), Calidad de Distribución (DS Nº 26.607 de 20 de abril de 2002), Calidad de Transmisión (DS Nº 24.711 de 17 de julio de 1997), Comercialización e Interconexiones Internacionales de Electricidad (DS Nº 25.986 de 16 de noviembre de 2000), Electrificación Rural (DS Nº 24.772 de 31 de julio de 1997), Recursos del Sector Eléctrico Destinados a Electrificación Rural (DS Nº 25.379 de 10 de mayo de 1999), Servicio Público de Suministro de Electricidad (DS Nº 26.302 de 1° de septiembre de 2001), Infracciones y Sanciones (DS Nº 24.043 de 28 de junio de 1995) y del Artículo 15 de la Ley Nº 1.604 (DS Nº 24.615 de 13 de junio de 1997).


� Ley Nº 1.604.


� DS Nº 24.043, Art. 4.


� DS Nº 24.043, Art. 24.


� DS Nº 24.043, Art. 49.


� DS Nº 24.043, Art. 7.


� DS Nº 24.043, Arts. 20 y 30.


� DS Nº 24.043, Art. 2.


� LE, Art. 45.


� UDAPE (2003a), páginas 37-38, e información proporcionada por las autoridades.


� Viceministerio de Electricidad y Energías Alternativas (2004), y Viceministerio de Electricidad y Energías Alternativas, información en línea.  Disponible en:  http://www.oopp.gov.bo/web/viceelect.php.


� Instituto Nacional de Estadísticas de Bolivia, información en línea.  Disponible en:  http://www.bcb. gov.bo.  Todos los datos para 2002-04 son preliminares.


� Documento de la OMC GATS/SC/12 de 15 de abril de 1994.


� Documento de la OMC GATS/EL/12 de 15 de abril de 1994.


� Se indica entre paréntesis las medidas correspondientes a cada sector como porcentaje del total.


� Banco Central de Bolivia, información en línea.  Disponible en:  http://www.bcb.gov.bo.  Los datos para 2002-04 son preliminares.


� UIT (2004) y BuddeComm (2005), páginas 1 y 2.


� Superintendencia de Telecomunicaciones, información en línea.  Disponible en:  http://www.sittel. gov.bo.


� BuddeComm (2005), página 3.


� Superintendencia de Telecomunicaciones, información en línea.  Disponible en:  http://www.sittel. gov.bo.


� Superintendencia de Telecomunicaciones, información en línea.  Disponible en:  http://www.sittel. gov.bo.


� BuddeComm (2005), página 5.


� DS Nº 26.005 de 30 de noviembre de 2000.


� DS Nº 26.973 de 27 de marzo de 2003, Art. 24.


� Superintendencia de Telecomunicaciones, información en línea.  Disponible en:  http://www.sittel. gov.bo/Default.aspx?tabid=33 e información proporcionada por las autoridades.


� DS Nº 24.132, Art. 377.


� LT, Título III.


� DS Nº 24.132, Art. 14.


� DS Nº 26.011 de 1º de diciembre de 2000, Art. 9.


� DS Nº 26.011 de 1° de diciembre de 2000, Arts. 33 y 34.


� LT, Arts. 2 y 21 y DS Nº 24.132, Art. 129.


� DS Nº 24.132, Art. 151.


� DS Nº 24.132, Art. 143.


� Resolución Administrativa Regulatoria de la SITTEL 2004/0029, Resolución Administrativa Regulatoria de la SITTEL 2004/1.088, Resolución Administrativa Regulatoria de la SITTEL 2002/1.112, Resolución Administrativa Regulatoria de la SITTEL 2004/1.390, Resolución Administrativa Regulatoria de la SITTEL 2003/678, Resolución Administrativa Regulatoria de la SITTEL 2002/0415 y Resolución Administrativa Regulatoria de la SITTEL 2004/0036.  Disponibles en:  http://www.sittel.gov.bo.  


� Bolivia Hoy (2003), información en línea.  Disponible en:  http://www.boliviahoy.com/modules/ news/print.php?storyid=3524.


� Documento de la OMC GATS/SC/12 de 15 de abril de 1994.


� Documento de la OMC GATS/SC/12/Suppl.1 de 11 de abril de 1997.


� En la presente sección todos los equivalentes en dólares de los EE.UU. están calculados al tipo de cambio del 31 de mayo de 2005, 1 dólar de los EE.UU. = Bs. 8,1.  


� Instituto Nacional de Estadísticas de Bolivia (2004), información en línea.  Disponible en:  http://www.ine.gov.bo.  Todos los datos del PIB para el período 2002-04 son preliminares.


� Banco Mundial (2001), página 87.


� Resolución del Directorio del BCB Nº 116 de 10 de junio de 1997.


� Documento de la OMC GATS/SC/12/Suppl.2 de 26 de febrero de 1998.


� Memorando de cooperación y/o entendimiento entre la Superintendencia de Bancos y Entidades Financieras de Bolivia y la Superintendencia de Banca y Seguros del Perú, 16 de septiembre de 1996, Acuerdo para la supervisión consolidada entre la Superintendencia de Bancos de la República de Panamá y la Superintendencia de Bancos y Entidades Financieras de la República de Bolivia, 30 de noviembre de 2001 y Memorando de entendimiento entre la Superintendencia de Bancos de la República de Guatemala y la Superintendencia de Bancos y Entidades Financieras de la República de Bolivia, 9 de agosto de 2004 y Memorando de Cooperación entre la Superintendencia de Bancos y Entidades Financieras de Bolivia y la Superintendencia de Bancos y Otras Instituciones Financieras de la República Bolivariana de Venezuela, 9 de mayo de 2005.  


� Información proporcionada por las autoridades y SPVS (2004).  


� SPVS (2003).  


� DS Nº 26.973, Art. 19.


� Ley Nº 2.427 de 28 de noviembre de 2002, Art. 24.


� Ley Nº 1.883, Art. 43.


� DS Nº 25.201, Art. 16.


� DS Nº 25.001, Arts. 12-16.


� DS Nº 25.001, Art. 23.


� CONAPES (2005), documento de la Secretaría, página 42.


� SPVS, Resolución Administrativa Nº 187 de 3 de mayo de 2001, Art. 40.


� SPVS, Resolución Administrativa Nº 459 de 31 de agosto de 2004.


� Ley Nº 1.732 de 29 de noviembre de 1996 (Ley de pensiones) y SPVS Resolución Administrativa IP Nº 038 de 14 de enero de 2002.


� Ley Nº 1.732, Art. 41.


� SPVS, Resolución Administrativa Nº 421 de 13 de agosto de 2004, Art. 107.


� Acuerdo de Cooperación entre la Superintendencia de Pensiones, Valores y Seguros de la República de Bolivia y la Corporación Andina de Fomento, 29 de noviembre de 2002, Caracas.  


� UDAPE (2005), página 2.


� UNCTAD (varios años), en la edición del año 2003, dicho cálculo se encuentra en la página 74.  


� Banco Interamericano de Desarrollo (2004b).  


� UDAPE (2005a), página 14.


� UDAPE (2005a), página 10.


� UDAPE (2005a), página 31 e Instituto Nacional de Estadísticas (2005b) y Ministerio de Obras Públicas, Viceministerio de Transporte, información en línea.  Disponible en:  http://www.oopp.gov.bo/web/ transfluvial.php.


� STR (2005), información en línea.  Disponible en:  http://www.suptrans.gov.bo e información proporcionada por las autoridades.


� UDAPE (2005a).  


� Resoluciones Administrativas Nº 004 y 005 de 27 de febrero de 1997.


� DS Nº 24.753, Art. 2.


� La inscripción de los Certificados de Operaciones para operadores extranjeros varía de 1.000 a 1.500 dólares de los EE.UU. mientras que para los operadores bolivianos varía de 200 a 1.000 dólares de los EE.UU.  La inscripción de los Permisos y Autorización para operadores extranjeros varía entre los 750 y los 1.125 dólares de los EE.UU. mientras que la inscripción para los operadores bolivianos varía entre los 150 y los 750 dólares de los EE.UU.


� DS Nº 11.135, Art. 6.


� DS Nº 24.098 de 25 de agosto de 1995, Art. 6.


� DS Nº 26.077 de 19 de febrero de 2001, Art. 106 e información proporcionada por las autoridades.


� DS Nº 24.315, Arts. 1 y 6;  LAC, Art. 95.


� Resolución Administrativa Nº 61 de 14 de septiembre de 2001.


� DS Nº 24.718, Art. 11.


� Comisión Latinoamericana de Aviación Civil, información en línea.  Disponible en:  http://clacsec. lima.icao.int/ e información proporcionada por las autoridades.


� Instituto Nacional de Estadísticas (2005b).


� DS Nº 26.973 de 27 de marzo de 2003, Art. 25.


� Servicio Nacional de Carreteras (2005).  


� DS Nº 24.179, Art. 26.


� DS Nº 24.179, Art. 37.


� DS Nº 24.179, Art. 17.


� DS Nº 24.170, Arts. 22 y 23.


� ST, información en línea.  Disponible en:  http://www.suptrans.gov.bo.


� Decisión 398 (contrato y responsabilidad en el transporte de pasajeros), Decisión 399 (contrato y responsabilidad en el transporte de carga), Decisión 467 (regulación del transporte internacional de mercancías), Resolución 272 (criterio de idoneidad del transportista, capacidad mínima de carga útil y requisitos de vinculación), Resolución 300 (formularios apropiados para transportistas y autoridades), Decisión 398 (control del servicio internacional de pasajeros), Decisión 491 (reglamento técnico sobre límite de peso de los vehículos).


� DS Nº 26.973 de 27 de marzo de 2003, Art. 25.


� Ministerio de Servicios y Obras Públicas, Viceministerio de Transporte, información en línea.  Disponible en:  http://www.oopp.gov.bo/web/transcarret.php.


� IMO, información en línea.  Disponible en:  http://www.imo.org.


� Decisión 288 (eliminación de las reservas de carga marítimas), Decisión 314 (políticas de desarrollo para la marina mercante de los países de la CAN), Decisión 390 (países de la CAN pueden actuar comunitariamente contra terceros países que discriminen empresas de transporte marítimo originarias de países de la CAN), Resolución 422 (principio de reciprocidad) y Decisión 487 (garantías marítimas y embargo preventivo).


� Instituto Nacional de Estadísticas de Bolivia (2005a).  


� UDAPE (2004), página 6.  Los datos para 2003 son preliminares.


� UDAPE (2004), páginas 16 y 17.  Los datos para 2003 son preliminares.


� Los datos para 2003 son preliminares.


� UDAPE (2004), página 4.  Los datos para 2003 son preliminares.


� Banco Interamericano de Desarrollo (2005).


� DS Nº 26.973, Art. 23.


� DS Nº 26.085, Art. 22.


� Ley Nº 2.074, Art. 5.


� Resolución Ministerial Nº 133/01, Art. 23.


� Resolución Ministerial Nº 133/01, Art. 21.


� Resolución Ministerial Nº 133/01, Art. 24.


� Ley Nº 2.074, Art. 25.


� OEA, información en línea.  Disponible en:  http://www.oas.org/juridico/spanish/firmas/f-12.html, Tratados de Montevideo de 1888-1889 e información proporcionada por las autoridades.


� MERCOSUR/RME-Acta Nº 1/2002;  Presentación en la Conferencia Hemisférica sobre certificación y acreditación profesional.  Mecanismo experimental de acreditación de carreras para el reconocimiento de títulos de grado universitario en los países del MERCOSUR, Bolivia y Chile.  Disponible en:  http://www.cnap.cl/actividades/conferencia_hemisferica/archivos/M_Sanabria.ppt.


� Documento de la OMC GATS/SC/12 de 15 de abril de 1994.


� Ley Nº 1.449, Art. 7.


� Ley Nº 1.373, Art. 7.





